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PRÓLOGO

«Valores y fórmulas de solución de los conflictos laborales»

(Prólogo al libro de María Encarnación Gil Pérez La solución autónoma de los conflictos laborales)

Son malos tiempos para el Derecho del Trabajo, que vive bajo la sospecha de ser el responsable de la tasa de desempleo que se produce cuando la economía entra en fase depresiva. Es casi como una operación matemática y taumatúrgica: cada vez que la tasa de crecimiento económico empieza a bajar y el número de personas en desempleo empieza a subir, se mira al Derecho de Trabajo para buscar en sus supuestas rigideces las respuestas a dicho enigma. Y como las crisis se repiten, porque siempre aprendimos que la economía es cíclica, el Derecho del Trabajo se ve obligado de tanto en tanto a redimir su «culpa». Ese es el significado de la mayor parte de las reformas laborales que hemos tenido. Responsabilizar al Derecho del Trabajo de la incapacidad de la economía para generar empleo o, incluso, de la destrucción del mismo para, acto seguido, modificar las normas y las reglas del juego que lo componen. Una modificación que, al estar basada en la «carga negativa» que supone el Derecho del Trabajo para la creación de empleo, casi siempre se salda con la pérdida de algún derecho de los trabajadores, al que directamente se responsabiliza de los problemas que sufre el mercado de trabajo, cuando no, como en mi opinión ha sucedido en la última reforma laboral, con la pérdida de alguna de las esencias más básicas de la disciplina.

A lo anterior se suma el rol que desempeñan algunos laboralistas. Quede claro que es absolutamente legítimo que los estudiosos del Derecho del Trabajo decidan poner su experiencia y conocimiento a disposición de alguna de las dos partes del contrato de trabajo. Hay que reconocer que, por una vía u otra, casi todos lo hacemos, porque es muy difícil no tomar partido, aunque sea de manera puramente intelectual, por el trabajador o el empresario dentro de una relación jurídica en la que están destinados a tener intereses contrapuestos. Sin embargo, cuando uno toma partido de forma profesional y, por tanto, avala con sus argumentos las posiciones de una sola de las partes del contrato de trabajo, debe tener la suficiente honestidad intelectual como para presentar sus tesis como lo que son, los argumentos que apoyan las reivindicaciones de una de las partes y no verdades científicas neutras e incuestionables.

De otro modo, se produce una gran confusión en el debate jurídico que normalmente precede a las reformas laborales, porque la opinión pública o los responsables políticos, guiados por el prestigio intelectual y la aparente independencia de sus autores, toman por objetivas o técnicas propuestas de cambio normativo que en realidad no son más que los cambios que convienen a una sola de las partes, sin tener en cuenta los intereses de la otra. Cosa que viene sucediendo con demasiada frecuencia y que ha hecho que se tenga una visión unilateral del Derecho del Trabajo que no representa la complejidad de los intereses que están en la base de esta rama del ordenamiento jurídico. No digo -quiero insistir en ello- que los estudiosos del Derecho del Trabajo no puedan defender, como si fueran abogados, intereses de parte; lo que intento subrayar es que, cuando se actúa de ese modo, debe reconocerse de antemano, porque ello contribuye a clarificar los debates, a ponderar mejor las propuestas y, sobre todo, a presentar una visión más plural y también más real de lo que es y significa el Derecho del Trabajo.

Esa forma de estar en la asignatura, desde mi punto de vista intelectualmente más honesta, es la que el lector o lectora va a encontrar en el libro de la Profesora María Encarnación Gil Pérez. Una profesora y estudiosa de Derecho del Trabajo que reconoce abiertamente el valor que para ella posee lo colectivo dentro de esta disciplina. Frente a análisis doctrinales que parecen haber olvidado la razón de ser del sindicato o la negociación colectiva, por poner sólo dos ejemplos de instituciones colectivas, la Profesora María Encarnación Gil Pérez nos recuerda que lo colectivo funciona en el Derecho del Trabajo como un medio para equilibrar el poder individual de las partes en el propio contrato de trabajo. Con esa finalidad, lo colectivo está presente en la creación de las normas que regulan la relación laboral, y tal es el sentido que tiene la negociación colectiva, pero también debe estarlo, y esta es la propuesta del libro que presento, en los medios, mecanismos o fórmulas que se utilizan para resolver los conflictos derivados de esa misma relación.

De este modo, para la Profesora María Encarnación Gil Pérez, los medios de solución de conflictos laborales en que participan e intervienen las organizaciones que representan los intereses de trabajadores y empresarios no son un camino más para solventar los conflictos laborales, sino el camino donde están presentes los valores colectivos que forman parte de la genética del Derecho del Trabajo. Ello es lo que convierte a la conciliación, la mediación y el arbitraje que se desarrollan al amparo de los diferentes acuerdos de solución extrajudicial de conflictos en fórmulas especialmente cualificadas para solventar conflictos laborales. En el bien entendido de que esta especial cualificación no les viene dada por el simple hecho de desenvolverse al margen de la esfera pública del poder judicial o la intervención de la administración laboral. La adquieren, más bien, por estar diseñados, gobernados y protagonizados por los propios sujetos protagonistas de las relaciones de trabajo, que los crean e interpretan con los valores de autonomía colectiva y equilibrio de poder que ellos mismos representan.

A partir de ahí, el lector o lectora de este libro irá descubriendo, de la mano de la Profesora Gil Pérez, cómo se ha ido construyendo la arquitectura de la solución extrajudicial de conflictos laborales y hasta qué punto se ha ido adentrando la misma dentro de nuestro modelo de relaciones laborales. Los acuerdos habidos entre sindicatos y organizaciones empresariales que le han dado vida, tanto a nivel estatal como en las diferentes comunidades autónomas; los perfiles de los procedimientos de conciliación, mediación y arbitraje que pueden hallarse en cada uno de esos acuerdos; la tipología y etiología de los conflictos que pueden someterse a esta clase de procedimientos y quiénes pueden hacerlo; la eficacia jurídica que cabe atribuir a los acuerdos de conciliación o mediación o a los laudos arbitrales; y la propia frecuencia con que se utilizan estos mecanismos de solución de conflictos laborales, como fórmula más fiable para medir su grado de implantación frente a otros mecanismos que persiguen idéntico fin. Todo ello encontrará el lector o lectora de este libro dentro de él, porque tiene ante sí un verdadero «mapa» de la solución extrajudicial de conflictos laborales en nuestro país, junto con un análisis detenido de los problemas jurídicos que plantea esta clase de métodos de solución de conflictos.

En términos técnicos, los procedimientos extrajudiciales de solución de conflictos no se han concebido por los negociadores de los correspondientes acuerdos como algo completamente ajeno a las vías habituales que ellos tienen para intervenir en el gobierno de las relaciones de trabajo. Al contrario, los procedimientos de conciliación, mediación y arbitraje se intercalan en el proceso de toma de decisiones por parte de la comisión paritaria de un convenio, o en el propio proceso de negociación colectiva, o en el discurrir de un periodo de consultas previo a la toma de decisiones empresariales, o, incluso, en la propia modalidad procesal de conflicto colectivo. De este modo, cuando el procedimiento extrajudicial acaba con éxito, el acuerdo en conciliación o mediación o el laudo arbitral clausura el proceso en el que se ha intercalado, pero no ofrece su misma seguridad jurídica.

Todos los juristas del trabajo conocemos los efectos, la tramitación, las formas de impugnación o la vía de ejecución de un acuerdo de la comisión paritaria, de un convenio colectivo, de un acuerdo durante un periodo de consultas o de una sentencia en conflicto colectivo, porque están regulados en la ley. Pero no sabemos con igual grado de certidumbre si esos mismos aspectos y su regulación pueden o no predicarse de los acuerdos y laudos que se alcanzan en los procedimientos de solución extrajudicial de conflictos, porque los rastros que encontramos de ellos en la legalidad vigente son fragmentarios. De ahí que la Profesora María Encarnación Gil Pérez haya ido identificando uno a uno los problemas de uso de los mecanismos extrajudiciales de solución de conflictos y construyendo -como cabe esperar de todo investigador de las ciencias jurídicas- las posibles respuestas o soluciones a los mismos. Demostrando, de esta forma, las dificultades que entraña la edificación de un modelo de solución de conflictos laborales basado, como dije antes, en el valor de la autonomía colectiva sin la intervención del poder público, pero también las virtudes que posee un modelo de estas características.

Fueron esas virtudes las que a mediados de los años «90 del siglo pasado impulsaron la negociación de los acuerdos de solución extrajudicial de conflictos». Nacieron, como es sabido, en el ámbito de las comunidades autónomas históricas, al calor de los debates sobre la identidad o los signos distintivos del modelo de relaciones laborales habido o por haber en la correspondiente comunidad autónoma. Un debate este que, dicho sea de paso, aún está sin cerrar, tal y como demuestran los «escarceos» habidos durante la reforma de la negociación colectiva de 2011 sobre el lugar que deba ocupar y la función que deba desarrollar el convenio colectivo de comunidad autónoma dentro del conjunto de la estructura de la negociación colectiva.

En aquel momento apareció también otro factor decisivo. La toma de conciencia sobre la intensa judicialización de nuestras relaciones laborales. Una buena parte de los trabajadores y empresarios de nuestro país estaban sometidos a sentencias de conflicto colectivo que interpretaban u ordenaban la aplicación de los convenios colectivos. Lo que significaba -y me temo que sigue significando- que las condiciones de trabajo de todos esos trabajadores y empresarios no las determinaban realmente los convenios colectivos sino los jueces y magistrados de lo social a través de sus sentencias. Sin embargo, el poder normativo sobre las relaciones de trabajo no lo tenían ni lo tienen los órganos del poder judicial, por bien que funcionen y por acertadas que sean sus decisiones, sino los sindicatos y los empresarios y sus asociaciones, a quienes nuestra Constitución atribuye la defensa y representación de los intereses de unos y otros y, por ello, el propio derecho a la negociación colectiva.

Así pues, los acuerdos de solución extrajudicial de conflictos laborales tuvieron y siguen teniendo por razón de ser la desjudicialización del modelo de relaciones laborales, es decir, mitigar la intervención del poder judicial en la solución de los conflictos de trabajo. No, como pensaron algunos, porque la calidad o la prontitud de la respuesta judicial se pusiera en entredicho, sino porque era una forma de que sindicatos y empresarios y sus organizaciones recuperan el papel protagonista que les corresponde en la interpretación y aplicación de los convenios colectivos. Y, en general, en la gestión o gobierno de las relaciones de trabajo.

Efectivamente, los acuerdos de solución extrajudicial de conflictos no se limitaron a ser una alternativa a la modalidad procesal de conflictos colectivos. Desde el inicio, los tipos de conflictos objeto de conciliación, mediación y arbitraje fueron más allá: bloqueos en la negociación colectiva, discrepancias durante los periodos de consultas o en la propia determinación de los servicios de seguridad y mantenimiento y la convocatoria de huelga. De esta forma, se configuraba un nuevo modelo para la solución de los conflictos de trabajo, de todos los conflictos colectivos de trabajo, que tenía y aún mantiene en la actualidad la característica de la intervención de los propios sindicatos y empresarios y sus asociaciones en la solución de los conflictos que surgen entre ellos sin intervención del poder público.

Esto es, una manera «autónoma» de resolver los conflictos, donde los sindicatos y los empresarios y sus organizaciones recuperaron una parte de poder o de competencias que les había sido expropiado en el pasado. Piénsese que en ningún otro lugar de Europa había sucedido que la solución de los conflictos laborales fuera algo completamente ajeno a las organizaciones sindicales y empresariales, como sucedió durante mucho tiempo en nuestro país, sino algo propio de ellas, de su actuación ordinaria o común en defensa de los intereses que representan. Pues bien, los procedimientos de solución extrajudicial, que, por las razones que acabo de exponer, siempre he creído que es más adecuado denominar «autónomos», supusieron, por así decirlo, la vuelta a la normalidad de nuestro modelo de relaciones de trabajo. Una normalidad en la que sindicatos y empresarios y sus organizaciones tienen un papel central en la solución de los conflictos laborales, lo mismo que lo tienen en la determinación de las condiciones de trabajo.

Con el tiempo, los acuerdos de solución extrajudicial de conflictos han ido evolucionando. Al núcleo duro inicial de conflictos colectivos objeto de conciliación, mediación y arbitraje se han ido sumando, no sin tensión conceptual, y en un proceso desigual que todavía no ha terminado, los conflictos individuales y los conflictos en que es parte alguna administración pública. El modelo de solución extrajudicial -o autónoma- de conflictos está, por tanto, después de poco más de quince años, «muy hecho» en el ámbito de los conflictos colectivos y en fase aún de construcción, pero muy maduro, en el de los conflictos individuales de trabajo. Así lo muestran las estadísticas que el lector o lectora podrá encontrar en este libro y que la Profesora María Encarnación Gil Pérez ha ido «tejiendo» para todos nosotros. Estadísticas que dan idea de que el modelo de solución de conflictos basado en la autonomía colectiva está funcionando y, sobre todo, y quizá sea esto lo más importante, tiene ya en su haber el suficiente «rodaje» como para convertirse en una de las piezas clave de la gestión de las relaciones de trabajo.

A pesar de la letra de los acuerdos de solución extrajudicial de conflictos y probablemente de la propia voluntad de sus negociadores, hay espacios de actuación posible para la conciliación, la mediación y el arbitraje que todavía están escasamente explorados. Mientras que la utilización de los medios extrajudiciales de solución de conflictos es ya una práctica habitual en la antesala del proceso por conflicto colectivo o la convocatoria de una huelga, el recurso a ellos sigue siendo de baja intensidad en los procesos de negociación colectiva y durante los periodos de consultas. Por otra parte, la conciliación y, sobre todo, la mediación ocupan un lugar estelar entre los procedimientos extrajudiciales empleados y, sin embargo, el arbitraje, que puede funcionar como «nivelador» del poder de las partes en negociaciones donde exista un fuerte desequilibrio entre ellas, apenas si se practica.

Quizá por esta razón, la reforma laboral de 2010 y la reforma de la negociación colectiva de 2011 trataron de expandir el empleo de los medios de solución extrajudicial -o autónoma- de conflictos dentro de esos mismos espacios. Con independencia de la opinión que se tenga sobre ambas reformas, lo que creo que no puede negarse es que, en ambas, los medios de solución de conflictos basados en la autonomía colectiva tuvieron un fuerte protagonismo.

En primer lugar, la reforma laboral de 2010 potenció su utilización durante los periodos de consultas, de forma que los convertía en el cauce más apropiado para solucionar las discrepancias habidas entre la representación de los trabajadores y el empresario en los procesos de ajuste o reestructuración empresarial. La toma de decisiones sobre la llamada flexibilidad interna se reconducía, así pues, hacia esta clase de procedimientos, a los que se apelaba en caso de conflicto en el descuelgue salarial, la modificación sustancial de las condiciones de trabajo o el despido colectivo. En segundo lugar, la reforma de la negociación colectiva de 2011, siguiendo en esto la huella de la anterior, potenciaba la utilización de los medios autónomos de solución de conflictos en los denominados bloqueos de negociación colectiva. Pensando que la mediación y el arbitraje pueden funcionar como mecanismos de distensión de los desencuentros o desacuerdos que paralizan o retardan en exceso la renovación de los convenios colectivos, se hizo una apuesta decidida por una utilización más intensiva y más fluida de los mismos durante los procesos de negociación. La idea era que el empleo de estos procedimientos podía acelerar el ritmo de las negociaciones a fin de evitar, no tanto el retardo en la renegociación del correspondiente convenio colectivo, sino la práctica congelación o falta de actualización de las condiciones de trabajo que se produce durante todo ese periodo.

Con ese mismo fin de acelerar el ritmo de la negociación e incentivar a las partes a renegociar los convenios con más rapidez, la reforma de la negociación colectiva de 2011 hizo también una decidida apuesta por ensanchar el terreno del procedimiento de arbitraje recogido en los acuerdos de solución extrajudicial de conflictos. De manera -por qué negarlo- arriesgada, controvertida y en el margen, probablemente, del límite que marcan los arts. 28 y 37 de nuestra Constitución, la reforma establecía la utilización obligatoria del procedimiento de arbitraje ante el fin sin acuerdo entre las partes de los plazos dispuestos para la renegociación del convenio colectivo. Todo ello salvo -y aquí es donde podía estar la cláusula de salvaguardia constitucional- que las partes de los acuerdos de solución extrajudicial de conflictos decidieran, en la renovación de los mismos, que el arbitraje en los bloqueos de negociación colectiva debía seguir siendo voluntario.

Lo anterior, pese a las controversias habidas en torno a las reformas de 2010 y 2011, no ha sido en vano. Buena parte del nuevo impulso y potencialidad dados a los medios de solución extrajudicial o autónoma de conflictos por ambas reformas está hoy recogido y vigente en el V Acuerdo sobre Solución Autónoma de Conflictos Laborales, firmado por CC.OO. y UGT y por CEOE y CEPYME el 7 de febrero de 2012 (y publicado en el BOE el 23 de febrero). Así se dice, por lo demás, expresamente en su Preámbulo, donde se explica que este Acuerdo da cumplimiento a las previsiones legales de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, para la reforma del mercado de trabajo, y el Real Decreto-ley 7/2011, de 10 de junio, de medidas urgentes para la reforma de la negociación colectiva. Utilizando, por primera vez, la denominación de procedimientos «autónomos» -y no extrajudiciales- de solución de conflictos laborales, porque, como dice también su Preámbulo, los negociadores quieren «subrayar el papel que en la solución de los mismos deben desempeñar las organizaciones representativas de empresarios y trabajadores, al margen y sin perjuicio de la jurisdicción social». Una llamada, pues, ahora ya en forma expresa, a los valores que representan estos procedimientos.

Valores que han estado siempre dentro del Derecho del Trabajo y que ahora, tras la última (¿?) reforma laboral operada por la Ley 3/2012, de 6 de julio, hay que reivindicar más que nunca, no por nostalgia, sino porque son el ADN del Derecho del Trabajo. Los procedimientos autónomos de solución de conflictos son fórmulas que utilizan el diálogo y el acuerdo como medio para salvar las discrepancias surgidas en el transcurso de las relaciones de trabajo. Fórmulas, por tanto, donde se busca una solución consensuada y compartida entre trabajadores y empresarios y no que unos -los más fuertes- impongan sus soluciones a los otros -los más débiles-. Este esquema más democrático de solución compartida y consensuada de los problemas existentes entre trabajadores y empresarios, que siempre ha formado parte de la esencia del Derecho del Trabajo, y que es la base de la solución autónoma de conflictos, ha caído en la última reforma laboral. Los procesos de reestructuración empresarial ya no se deciden de forma compartida por la representación de los trabajadores y el empresario, tratando de integrar la visión y los intereses de ambos en la solución a los problemas de flexibilidad interna de la empresa; ahora, en último extremo, los decide unilateralmente el empresario, que impone su visión y solución del conflicto a los trabajadores en caso de descuelgue salarial, despido colectivo o modificación sustancial de condiciones de trabajo (a excepción de la extravagante intervención de la CCNCC en la modificación de los convenios estatutarios).

Los procedimientos autónomos de solución de conflictos son manifestación de la autonomía colectiva y, por tanto, donde las organizaciones que representan y defienden los intereses de trabajadores y empresarios ocupan -como hemos visto ya- un lugar central. Así ha sucedido siempre en el Derecho del Trabajo, construido conceptualmente sobre la idea de la desigualdad del poder contractual de trabajador y empresario y sobre la necesidad del sujeto colectivo -fundamentalmente, el sindicato- como medio para equilibrar el poder de ambas partes dentro del contrato de trabajo. Este esquema, que es la base misma de la parte colectiva del Derecho del Trabajo y el significado último de la libertad sindical, también ha decaído en la última reforma laboral. La participación de la representación de los trabajadores en los procesos de toma de decisiones en el interior de la empresa -y me refiero, nuevamente, al descuelgue salarial, la modificación sustancial de condiciones de trabajo y, sobre todo, a los procesos de suspensión, reducción de jornada y despido colectivo- se ha reducido a ser un mero trámite antes de que el empresario adopte la correspondiente decisión empresarial.

Finalmente, el valor mismo de la autonomía colectiva, base de los procedimientos autónomos de solución de conflictos, y de buena parte del andamiaje conceptual del Derecho del Trabajo, también ha quedado resentido en la última reforma laboral. Una reforma que no valora en toda su integridad y significado la autonomía que poseen las organizaciones de trabajadores y empresarios para ordenar el devenir de la negociación colectiva. Frente a reformas anteriores, que siempre habían utilizado la cláusula «salvo pacto en contrario» como forma de preservar y dar prioridad a la decisión adoptada por sindicatos y empresarios en relación con la estructura de la negociación colectiva que hubiera podido diseñar el legislador, la última reforma laboral impone su modelo de negociación colectiva. Es, pues, una reforma laboral intervencionista, en el sentido negativo que siempre ha tenido este término en nuestro Derecho del Trabajo de impedir el desarrollo en toda su plenitud de la autonomía colectiva.

Por eso son tan importantes los procedimientos autónomos de solución de conflictos laborales. Lo han sido siempre, pero ahora más. Ahora que el Derecho del Trabajo está sufriendo, por los motivos que expliqué al comienzo de estas páginas, pérdidas sustanciales de su esencia dogmática e identidad conceptual, los procedimientos autónomos de solución de conflictos reivindican una forma de entender el Derecho del Trabajo que no debemos perder: la autonomía colectiva, el equilibrio de poder entre trabajadores y empresarios, el diálogo, el consenso, la decisión compartida y, por eso mismo, más democrática y -por qué no decirlo- la paz social que todo ello genera en el gobierno de las relaciones de trabajo.

Van a ser, además, muy necesarios. El fortalecimiento del poder unilateral del empresario que obra la última reforma laboral tiene, como acabamos de ver, consecuencias conceptuales, pues inaugura un modelo de relaciones laborales mucho más autoritario que en el pasado, pero también consecuencias prácticas que va a haber que abordar. La desaparición en la reforma laboral de 2012 de dos de los elementos clave del equilibrio de poder en las negociaciones entre trabajadores y empresarios, me refiero a la ultraactividad del convenio colectivo y a la autorización administrativa en los despidos colectivos, abre una brecha en nuestro Derecho del Trabajo que puede colmarse de diferente manera. Puede, en primer lugar, empoderar todavía más al empresario e ir debilitando la negociación colectiva. Puede también avocar a un modelo de relaciones laborales mucho más conflictivo que el que hemos tenido hasta el momento, ya que, desaparecidos los instrumentos legales que equilibraban el poder de negociación de la representación de los trabajadores, estos pueden intentar hacerse más fuertes mediante medidas de conflicto, incluida la huelga. Y puede, en tercer lugar, hacerse un uso estratégico de los medios de solución autónoma de conflictos. No debe olvidarse que los procesos de renegociación de convenios colectivos y los despidos colectivos pueden ser objeto de conciliación, mediación y arbitraje en los sistemas de solución autónoma de conflictos. A través de ellos, que representan el diálogo entre las partes y la solución al conflicto compartida por ambas, pueden intentar reconstruirse espacios de decisión compartida y equilibrio de poder que ya no están en la legislación laboral, pero sí en la base de un modelo de gobernanza de las relaciones de trabajo más equilibrado, más pacífico y más democrático.

Tal es, en resumidas cuentas, lo que va a conocer el lector o lectora de este libro, en cuanto acaben estas líneas de presentación. Un libro magnífico, fruto de un magnífico trabajo de investigación de la Profesora María Encarnación Gil Pérez. Así lo entendió la Comisión que evaluó la Tesis Doctoral origen del mismo y que estuvo formada por los Profesores Joaquín Aparicio, Antonio Baylos, Consuelo Ferreiro, Edurne Terradillos y Fernando Valdés, quienes calificaron este trabajo con Sobresaliente cum laude. Y así lo entendieron también los miembros del Jurado de los Premios del Consejo Económico y Social para Tesis Doctorales, que concedieron a La solución autónoma de los conflictos laborales un accésit en su convocatoria de 2010. María Encarnación ha puesto todo su conocimiento, talento y mejor hacer intelectual en este libro, pero también mucho esfuerzo, paciencia y amor por el trabajo bien hecho. Espero, por eso, lector o lectora, que resulte de su interés y aprecio.

Bethesda, Maryland, 14 de mayo de 2012.

M.ª Luz RODRÍGUEZ FERNÁNDEZ 

Profesora Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social Universidad de Castilla-La Mancha 





Introducción 



El objeto de este trabajo de investigación se centra en demostrar la necesidad de reflexionar sobre los nuevos conflictos existentes en las relaciones de trabajo actuales. La aparición de estos conflictos conlleva una nueva gestión de los mismos a través de las formas de solución que ofrece el ordenamiento y la regulación convenida. Los procesos productivos están cambiando y con ellos las realidades que aparecen en el ámbito laboral.

Para realizar este análisis, el trabajo comienza con el estudio de los distintos tipos de conflicto y de cómo este concepto ha evolucionado a lo largo del tiempo. Es sabido que lo que en un tiempo puede ser un conflicto, en otro es una forma de exteriorizar una realidad laboral. Lo que en un momento es considerado como una patología, en otro puede ser calificado como una manifestación más fruto de las demandas laborales. Como un conflicto que en un momento determinado es considerado colectivo puede ser calificado en otro como plural, en función de la forma en que se enuncia o se plantea.

La clasificación de los conflictos no siempre es clara y lleva implícita el método de solución concreto que se implementa en cada caso.

En este estudio se quiere poner de manifiesto la pluralidad de conflictos existentes y la necesidad de tratarlos de manera desigual puesto que la variedad de los mismos así lo requiere. No se puede resolver de la misma forma un conflicto colectivo que otro individual, ni tampoco un conflicto jurídico que otro de intereses.

Para ello se ha de partir de la situación actual del ordenamiento, de cómo aborda las diferentes clases de conflictos colectivos e individuales para su solución. Es necesario acudir también a las normas convenidas, puesto que el ordenamiento remite a la negociación colectiva el establecimiento de procedimientos de solución extrajudicial.

En este análisis de los instrumentos de solución se han querido estudiar los procedimientos extrajudiciales autonómicos que se han desarrollado en las distintas comunidades autónomas, para demostrar el interés manifestado por los propios agentes sociales de examinar y utilizar medios de solución distintos a los judiciales; no por ser sustitutivos de éstos, sino por conformarse como el cauce adecuado para determinados conflictos que no se pueden o deben resolver en dicha sede.

Tanto el ordenamiento legal como el convencional han apostado desde el primer momento por la solución de los conflictos colectivos con las consecuencias jurídicas que de ellos derivan. No obstante -y éste es el núcleo fundamental del estudio-, surge la necesidad de incorporar la solución autónoma de los conflictos individuales. En este trabajo se tratará de analizar la regulación del ordenamiento que si bien, en un primer momento, apostó por la solución extrajudicial de estos conflictos, no produjo el desarrollo legislativo esperado y delegó en los procedimientos autonómicos el tratamiento de esta materia con los inconvenientes lógicos, si tenemos en cuenta que las consecuencias jurídicas eran indeterminadas al no haber una legislación adecuada sobre el tema, en concreto en relación con la figura del arbitraje individual.

No obstante, en los últimos tiempos ha habido una serie de reformas legislativas que han cambiado el mapa normativo en esta materia. Me estoy refiriendo especialmente a la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, de Medidas urgentes para la reforma del mercado del trabajo, RDL 7/2011, de 10 de junio, de Medidas urgentes para la reforma de la negociación colectiva, y la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social, a las que me referiré a lo largo del trabajo.

Para probar ese punto se han analizado los procedimientos de solución autónomos, contenidos en los acuerdos interprofesionales de las distintas comunidades autónomas, donde se puede ver con claridad la «apuesta contenida» de estos instrumentos para resolver los conflictos individuales. No obstante, falta dar el paso definitivo, sobre todo en materia de arbitraje laboral, donde es imprescindible el respaldo del legislador que permita dar soluciones legales y dotar de seguridad jurídica a estos mecanismos.

Para demostrar esta tesis, se realizará de manera constante el estudio comparado entre el ámbito colectivo e individual: en primer lugar, para mostrar la relación interdependiente de ambas esferas; y, en segundo lugar, para reclamar un tratamiento específico en el plano individual puesto que en numerosas ocasiones se hace referencia únicamente a la normativa colectiva donde el conflicto individual, como es lógico, no tiene cabida.

Lo que sí ha de quedar claro es la firme apuesta por el impulso del tratamiento autónomo del conflicto individual, como así lo demuestran las distintas recomendaciones de la OIT, los acuerdos interconfederales de negociación colectiva, los acuerdos autonómicos de solución de conflictos, la legislación, la doctrina y los tribunales.

Estamos ante un nuevo reto en las relaciones laborales, donde se incorporan nuevos instrumentos de gestión de los conflictos, donde aparecen otros espacios de intervención en función de las controversias que se pueden derivar y más sujetos susceptibles de utilizar estos mecanismos, no sólo el empresario o el trabajador por cuenta ajena en el ámbito de la empresa privada, sino también el trabajador al servicio de la Administración Pública, el trabajador autónomo o los funcionarios públicos, como nuevo modo de administrar los conflictos y siempre avalado por la Administración Pública, poniendo a disposición de los interlocutores sociales las herramientas existentes y la financiación necesaria para hacer realidad las iniciativas convenidas.

Las fuentes desde las que se puede abordar este tema son muy diversas, puesto que la materia de conflictos es tan multidisciplinar que puede abarcar de manera transversal desde la sociología a la filosofía. No obstante, se ha optado por el estudio del Derecho laboral español para hallar en este ordenamiento las claves necesarias donde poder anclar estos procedimientos sobre la base de la normativa actual, y haciendo hincapié en la demanda de una legislación específica para que las lagunas detectadas desaparezcan. El propósito es hacer realidad dichos instrumentos a través de los procedimientos convenidos, la legislación vigente y la clara propuesta de una regulación concreta que haga posible este engranaje.

Ésta es una demanda que se ha venido haciendo a través de la doctrina, donde se apuesta claramente por la solución autónoma de los conflictos, pero de manera prudente y reflexiva, con la reclamación constante de una necesaria y urgente reforma legislativa.

En este marco normativo y convencional se encuentra el conflicto individual, con una posición de desventaja con respecto al colectivo, puesto que el legislador está pensando en esta última modalidad a la hora de regular esta materia. En el caso del conflicto individual, las referencias normativas son inconexas y escasas. El legislador concibe la resolución del conflicto individual como un trámite principalmente preprocesal.

En este sentido, la normativa convencional va cambiando, pero siempre con un soporte legislativo insuficiente y disperso.

Para acabar, es conveniente hacer mención también a las estadísticas como método de trabajo, para así poder demostrar que pese a la escasa experiencia temporal de los procedimientos autónomos de solución -no olvidemos que apenas llevan doce años en funcionamiento- el balance es positivo. Este método de investigación nos permite ver con claridad la apuesta creciente de los trabajadores y empresarios por el uso de estos mecanismos. En todas las comunidades autónomas, la demanda de los procedimientos autónomos para la solución de los conflictos colectivos se está incrementando año tras año, al igual que ocurre con los individuales en las comunidades autónomas donde se recogen.

La prudencia será la tónica común en los acuerdos interprofesionales donde se recogen estos medios, pero su propuesta no hace más que incrementar las expectativas de estos instrumentos de gestión que, en función de los datos obtenidos, no pueden tener otra lectura más que positiva.






Conflicto social, conflicto industrial y conflicto de trabajo 



1.  INTRODUCCIÓN

Ha sido mucha la literatura que se ha escrito sobre el origen de nuestro sistema de relaciones laborales. Podemos afirmar que dicho sistema se cimenta sobre la base del conflicto de trabajo, conflicto laboral o sociolaboral como "un contraste de intereses entre quien tiene la fuerza del trabajo y no tiene capital y quien tiene capital y no tiene fuerza de trabajo»  (1) .

El Derecho del Trabajo como "disciplina» surge en el momento en que la sociedad demanda un nuevo orden jurídico acorde con los cambios sociales que se están produciendo  (2) , que no es otro que el capitalismo industrial del siglo XIX, y que da lugar a conflictos y controversias en el ámbito laboral que deben ser resueltas dentro de la legalidad.

El conflicto aparece como la piedra angular entre las pretensiones de la sociedad y el ordenamiento establecido; como un elemento necesario para la evolución y desarrollo de la sociedad  (3)  y, en concreto, de las relaciones laborales, dentro de una búsqueda constante del equilibrio entre fuerzas desiguales. En este sentido, el conflicto no constituye una patología  (4)  en sí mismo, sino la dinámica propia de las relaciones laborales y de todo proceso de convivencia, ya que supone la exteriorización de una realidad que se encuentra en continua fricción, que no sólo es inevitable, sino que es necesaria por ser consustancial a cualquier proceso de crecimiento.

En consecuencia, "los conflictos y las controversias son inherentes a todo sistema de relaciones laborales»  (5)  y, más aún, a toda forma de convivencia  (6) .

El conflicto de trabajo ha sido y sigue siendo el motor que impulsa el avance del ordenamiento establecido, mediante la puesta de manifiesto de los desajustes que existen en el mismo. El conflicto laboral es el reflejo de las tensiones reales, que hay en el ámbito laboral, siendo tarea del jurista  (7)  percibir estas tensiones y desajustes que demandan un cambio de la situación actual, puesto que -como es sabido- la realidad social avanza más rápido que el ordenamiento. Las transformaciones, demandas y aspiraciones de la sociedad van por delante de las normas. Por ello, es "obligación» de los juristas percibir y explicar estas manifestaciones, para que los agentes sociales y el legislador actúen en consecuencia y canalicen de manera adecuada este desarrollo en toda su extensión.

En este sentido, cuanto antes se identifique el conflicto antes se le podrá dar solución, ya que "la exteriorización del conflicto y el actuar de las partes sobre él, tiene como finalidad básica su acabamiento, su solución y desaparición»  (8) . Pero no es éste el único objetivo, puesto que la existencia de un conflicto es la constancia objetiva de una situación que requiere especial atención. En ocasiones, porque existe un desajuste normativo que se pretende crear o modificar; otras por la distinta forma de interpretar o aplicar una norma; y otras porque aparecen conflictos de intereses entre las partes que nada tienen que ver con el orden jurídico establecido -desde el punto de vista de su interpretación o aplicación-, en el que intervienen otro tipo de factores como pueden ser los personales, económicos, culturales y que en ningún caso se pueden obviar. Por tanto, no sólo conviene resolver el conflicto para "tapar u ocultar» el problema, sino para afrontarlo y poner de manifiesto una realidad que debe ser estudiada y, llegado el caso, resuelta por los distintos medios de solución previstos en el ordenamiento. Para ello, se debe utilizar el más adecuado en función de las características del conflicto concreto y la situación laboral que se quiera resolver. De manera que no todo conflicto debe ser gestionado de la misma forma. Así lo corrobora el propio ordenamiento cuando recoge distintos procedimientos de solución de conflictos, que en unos casos son de carácter obligatorio y en otros son el resultado de acuerdos consensuados por los agentes sociales, fruto del desarrollo del art. 83.3 del ET, como se analizará en epígrafes posteriores.

2.  PARTES DEL CONFLICTO

Cuando se habla de conflicto laboral siempre se ha tenido en cuenta los que surgen entre los trabajadores en activo y el empresario, es decir, entre las partes de la relación contractual, ya que -como señala Kahn Freund- no se considera conflicto de trabajo las controversias surgidas entre trabajadores y empresario ajeno  (9) , por faltar la condición de dependencia que caracteriza esta relación, dejando al margen a otros colectivos de especiales características como son: los jubilados, parados, funcionarios y hasta hace poco a los autónomos  (10) .

En este sentido, el protagonista principal es el trabajador o trabajadores que voluntariamente presten sus servicios retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito y dirección del empleador o empresario, según el art. 1.1 del ET.

No obstante y como se analizará más adelante, se está incluyendo el colectivo de funcionarios en los distintos acuerdos de comunidades autónomas  (11) , para resolver los conflictos que puedan surgir en su ámbito de trabajo, por los medios de solución extrajudicial que se propongan en dichos acuerdos y para determinados conflictos.

La inclusión de estos dos colectivos -autónomos dependientes y funcionarios- como colectivos susceptibles de ser demandantes de soluciones no judiciales para resolver los conflictos que puedan originarse en su entorno, muestra el progreso lento pero seguro de dichas instituciones que cada vez tienen un asidero más sólido entre los ciudadanos.

3.  ORIGEN

El origen de los conflictos es muy variado y de hecho es el punto de partida tradicional para clasificarlos, como se analizará más adelante.

El origen del conflicto de trabajo se encuentra principalmente en el ámbito de la organización de la empresa y, más concretamente, en el uso y abuso  (12)  del poder de dirección. El aumento del poder del empresario es evidente si tenemos en cuenta que "la dirección y control de la mano de obra: la oferta de modalidades de contratación plurales (flexibilidad de entrada), la definición más flexible del contenido de la prestación laboral (sistema de clasificación profesional y de retribución, movilidad funcional, movilidad geográfica y modificación sustancial de las condiciones de trabajo), la reordenación del tiempo de trabajo (jornada, descansos, trabajo nocturno, a turnos), y, en fin, la ampliación de los supuestos de extinción de la relación laboral (flexibilidad de salida)»  (13) , está en buena medida "en manos» del poder de decisión del empresario.

No obstante, la conflictividad puede derivar también de la tensión surgida por la aparición de intereses contrapuestos en las relaciones de trabajo en un momento dado. No por existir una extralimitación del poder de dirección al que se ha hecho referencia, sino por la ausencia de toma en consideración de elementos subjetivos que pueden matizar las condiciones laborales y que deben ser tenidos en cuenta por el empresario, puesto que el trabajador lleva consigo una realidad personal que no se debe obviar  (14) .

También se ha apuntado desde el ordenamiento la posibilidad de que exista conflicto laboral cuando la causa, aunque ajena a la relación laboral, pueda afectar a la misma. Es el caso de supuestos de fuerza mayor que, aunque sean causa ajena a la relación, pueden provocar conflictos  (15) . En estos casos concretos se demuestra que la causalidad de los conflictos es variada y no hay despreciar ninguna circunstancia que lo conforma.

4.  TIPOLOGÍA

Con carácter general se define el conflicto de trabajo "como toda situación jurídica que se produce a consecuencia de la alteración ocasionada en el desarrollo o en la extinción de una relación jurídica laboral, y que se plantea entre sujetos de la misma, o entre las partes de un convenio colectivo»  (16) .

Pero el origen del conflicto no siempre es de carácter jurídico y no siempre deriva de una situación jurídica previa, ya que existen conflictos de trabajo que pretenden crear una realidad laboral nueva. Es el caso del conflicto de intereses, que parte de la doctrina define como una "realidad social preformativa, que el derecho viene precisamente a integrar»  (17) . De ahí que podamos afirmar que el conflicto de intereses sea en ocasiones el paso previo a la norma, como reflejo de una demanda socio-laboral y, por tanto, que el objeto del conflicto laboral es "la actualización de una pretensión laboral»  (18) .

La importancia o la necesidad de clasificar e identificar los conflictos no es otra que la búsqueda de fórmulas que sirvan para encauzar su gestión y posible solución -si procede-, a través de los mecanismos que nos ofrece el ordenamiento y comprobar si éstos son suficientes y adecuados o, por el contrario, deben ser revisados.

La procedimentalización del conflicto significa la absorción del mismo en formas jurídicas preconstituidas, siendo importante señalar que dicha absorción es al mismo tiempo técnica y representativa de una "solución» política  (19) .

Podemos comprobar que, por regla general, la solución del conflicto aparece ligada sobre todo a los tribunales y a la Administración pública, siendo más escaso el papel protagonista de la solución privada del conflicto, como prolongación natural de la negociación colectiva. De hecho el ordenamiento hace referencia a la "autoridad judicial»  (20)  en vez de tribunales en materia laboral, que al ser un término más amplio puede incluir otras fórmulas de solución de conflictos ajenas a la vía judicial. De hecho, "la Constitución ha reconocido a los representantes de los trabajadores y de los empresarios un poder de regulación y ordenación de las relaciones laborales en su conjunto (...) que lleva implícito el de establecer medios autónomos de solución de conflictos de trabajo, tanto de intereses, como especialmente en relación con las controversias que tengan su origen en la interpretación y aplicación del convenio»  (21) . A pesar de esta declaración, la composición de conflictos se ha resuelto a través de soluciones heterónomas de conflictos; en concreto, de la solución judicial  (22) .

En esta tesis se apuesta por la solución extrajudicial de los medios de solución como un mecanismo más de paz y diálogo social, a través de la gestión y la administración del conflicto por las partes protagonistas del mismo  (23) .

La idea matriz no consiste en fomentar una justicia privada, en sentido peyorativo, sino en cuestionar el régimen de solución de conflictos establecido, que nos permita demostrar que no todos lo conflictos pueden o deben ser resueltos de la misma manera y ante los mismos mecanismos de solución. Que, dada la variedad de conflictos, debe haber variedad de métodos para resolverlos y, de esta manera, poder alcanzar una eficacia real en la solución  (24) .

La madurez alcanzada por los agentes sociales, fruto de la emancipación social, la tutela de derechos de los trabajadores y la nivelación de desigualdades sociales, sirven de mimbres de esta tesis basada en el estudio de los posibles medios de solución del conflicto, como sistemas de solución que permitan reforzar el proceso negocial a través del acuerdo  (25) .
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Carnelutti, F., Teoría del regolamento collettivo dei rapporti di lavoro, Cedam, Padova, 1928, pág. 128.

En este sentido, Montoya Melgar, A., Quince lecciones de conflicto colectivo, Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 1968, pág. 66. En este sentido, «el conflicto laboral o sociolaboral (conflicto entre el capital y trabajo asalariado) se convierte en elemento esencial en la caracterización del tipo de sociedad (sociedad de clases) precisamente a partir de la fase histórica en que la industria llega a ser el sector básico del sistema de producción capitalista (revolución industrial, industrialización capitalista). El conflicto laboral se erige así en el conflicto matriz o arquetipo de la sociedad capitalista, por lo que no existe diferencia cualitativa entre conflicto laboral y conflicto social, en cuanto que las tensiones laborales son siempre expresión de las tensiones sociales y éstas de aquéllas. El conflicto laboral define, a fin de cuentas, la estructura básica de la sociedad capitalista industrial (...). La funcionalidad o razón de ser histórica del Derecho del Trabajo como disciplina jurídica independiente es, por ello, la de servir al proceso de juridificación del conflicto entre el trabajo asalariado y el capital, de su canalización o institucionalización por el Estado». Cfr. Palomeque López, M. C., Derecho del Trabajo e ideología, Tecnos, Madrid, 2002, pág. 22.
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	Ídem, pág. 20: «El Derecho es, ciertamente, una técnica instrumental de organización social establecida para la integración, institucionalización o juridificación de los conflictos sociales. A través de la norma jurídica se impone el cauce adecuado para la solución ordenada del conflicto (individual o colectivo), configurándose de este modo un sistema de seguridad y conservación de las relaciones sociales vigentes en un momento determinado».
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	Véase Bayón Chachón, G., «Los conflictos colectivos de trabajo», en Quince lecciones sobre conflictos colectivos de trabajo, Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 1968, pág. 13.
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	En contra de la opinión del profesor Bayón, que considera el conflicto colectivo de trabajo como una «alteración patológica de la relación colectiva de trabajo. La salud de la misma es la normalidad, el conflicto, el elemento anormal, la enfermedad, pero consustancial en cuanto a tal enfermedad con la vida misma de la relación». Cfr. Bayón Chachón, G., «Los conflictos colectivos...», op. cit., pág. 14.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	OIT, Guía sobre legislación del trabajo. Véase el capítulo IV: «Disposiciones sustantivas de la legislación del trabajo: Resolución de conflictos colectivos de trabajo» (disponible en http://www.ilo.org/public/spanish/dialogue/ifpdial/llg/index.htm).
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	De la Villa Gil, L. E., «La vida social es un conjunto de relaciones enfrentadas, de la simple contraposición de los intereses en ellas representados surgen con frecuencia contiendas controversias». En «Procedimientos pacíficos para la composición de controversias colectivas», en Quince lecciones sobre conflictos colectivos de trabajo, op. cit., pág. 83. 
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	Como señala Ghezzi, G., «Osservazioni sul metodo dell indagine giuridica nel diritto sindacale», Rivista Trimestrale di Diritto e Procedura Civile, 1970, págs. 433-434, «en cualquier caso, la realidad actual nos demuestra cuánto debe ponerse en duda que el jurista deba en último término cumplir la función del pacificador, del componedor social. A veces, su tarea es la de explicar los contrastes, las tensiones, las contradicciones que anidan en el ordenamiento (...). En otros casos, sin embargo, su función consiste en saber reconocer serenamente (...) cuanto desde el exterior hace que se insinúen nuevas contradicciones dentro del ordenamiento, incluso si ello pone en cuestión al poder existente y, a la vez, a todo lo que, racionalizando, le sirve, hegemónicamente de cobertura ideológica».
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	Bayón Chachón, G., op. cit., pág. 16: «Sobre la relación laboral se ha superpuesto una situación de conflicto, y sobre ella, una instrumentalización de solución del mismo. Cuando ésta resulta eficaz, el conflicto desaparece y sólo queda la relación laboral que con gran frecuencia, a través de una novación, recobra su fisiología normal, que alteró temporalmente el conflicto».
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	Freund, K., Trabajo y derecho, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Madrid, 1987, pág. 420. En este sentido el profesor Bayón señala que «hablando (...) de cualquier tipo de conflicto, del conflicto genéricamente considerado, conviene señalar previamente cómo, para que un conflicto nazca, es necesario, indispensable, que exista previamente un vínculo, una determinada relación, que constituye el supuesto de hecho sobre el que se monta y superpone el conflicto». En Quince lecciones sobre conflictos colectivos de trabajo, op. cit., pág. 12.
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	El Anteproyecto de Ley del Estatuto de Autónomos de 21 de septiembre de 2006 recoge por primera vez la figura del trabajador autónomo económicamente dependiente. Por este motivo en la Disposición Adicional Primera del Estatuto del trabajo autónomo, Ley 20/2007, de 11 de julio, se hace referencia a la reforma de la LPL, al quedar incluido este colectivo en la Jurisdicción de lo Social, para resolver las posibles controversias que deriven de los nuevos contratos de trabajo como autónomos dependientes. Esta propuesta de reforma ha concluido con la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social (LRJS). El art. 63 del Estatuto de Autónomos establece que «será requisito previo para la tramitación del proceso el intento de conciliación ante el servicio administrativo correspondiente o ante el órgano que asuma estas funciones, que podrá constituirse mediante los acuerdos interprofesionales o los convenios colectivos a los que se refiere el art. 83 del ET, así como los acuerdos de interés profesional a los que se refiere el art. 13 del ET». 
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	«Los nuevos tipos de organización del trabajo requieren una gestión más participativa de los recursos humanos, que favorezca relaciones basadas menos en el sistema de adversarios, que tiene costes elevados (de litigación), no asegura una cooperación permanente y dificulta la consecución de una maximización de beneficios para unos y otros. El tránsito, con matices diversos, de un sistema conflictivo y de adversarios a un modelo de cooperación, supone una cierta quiebra del modelo clásico de judicialización del ejercicio de los derechos». Cfr. Casas Baamonde, M.ª E., «Los procedimientos autónomos de solución de los conflictos laborales en el Derecho español», en AA.VV., Solución extrajudicial de conflictos laborales, SIMA, Madrid, 1999, pág. 15.
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La denominación interés como base de la solución del conflicto. Conflicto individual, conflicto plural y conflicto colectivo. Conflicto jurídico y conflicto de intereses 



1.  INTRODUCCIÓN

Partiendo del concepto de conflicto laboral anteriormente tratado, se hará a continuación un acercamiento a la clasificación de los conflictos existentes en las relaciones laborales, para poder proponer medios de solución autónomos que resulten eficaces en cuanto a su utilidad y adecuación, ya que éste es, en definitiva, el objetivo de este trabajo.

Para empezar, podemos afirmar que no podrá ser resuelto del mismo modo un conflicto individual o colectivo, ni tampoco un conflicto derivado de la interpretación o aplicación de un precepto jurídico o un conflicto de intereses no amparado en una norma  (1) .

Los mecanismos de solución que vamos a analizar son los que actualmente prevé el ordenamiento. Para ello debemos partir del concepto de conflicto y saber así, por un lado, qué mecanismos de solución se utilizan con mayor frecuencia y, por otro, cuáles proponemos.

Según la doctrina, la distinción entre conflicto de carácter colectivo e individual no tiene sentido si no es a efectos exclusivamente «académicos», puesto que la distinción no siempre es clara.

Por esa razón, trataremos de las diferentes clases de conflictos laborales existentes dentro de los países europeos, teniendo en cuenta que la clasificación de los conflictos es, así pues, puramente convencional y siempre lleva aparejada un determinado proceso de solución de los mismos  (2) .

Hay que partir de la base de que el conflicto es, en ocasiones, parte de un proceso encaminado a la reanudación de una relación jurídico-laboral previa, con la intención de mejorarla. Por esta razón, el procedimiento de resolución es importante para que la relación que se intenta «salvar» no quede «viciada».

La doctrina española de forma mayoritaria distingue los conflictos según un doble criterio: en función de su naturaleza, en conflictos individuales y colectivos; y según sus pretensiones, en jurídicos y de intereses  (3) . A esta clasificación se le pueden sumar otras en virtud de su significado, distinguiendo así entre propios (estrictamente laborales) e impropios (no estrictamente laborales), y entre conflictos novatorios y conflictos por incumplimiento  (4) . Los novatorios son los que surgen con la pretensión de mejorar las condiciones de trabajo existentes, mientras que los conflictos por incumplimiento se apoyan en una norma jurídica -bien sea convenio colectivo, ley- que no se ha observado.

La clasificación de los conflictos no es cerrada y podrá ser tan amplia como los elementos que los enuncien, puesto que los elementos que se incorporan van definiendo los mismos. En general, sea cual sea la clasificación de conflicto laboral que se utilice, siempre va referida a las partes y al objeto del conflicto que lo integra  (5) .

2.  CONFLICTOS INDIVIDUALES Y COLECTIVOS

2.1.  Concepto

De forma generalizada la doctrina entiende por conflicto colectivo la contienda que surge en las relaciones de trabajo entre trabajadores y su empresario o grupos de empresarios  (6) . En contraposición, entenderemos como conflicto individual la controversia surgida entre un trabajador y su empresario  (7) , en relación con el contrato de trabajo que les une. Finalmente, la suma de conflictos individuales se denominará «conflicto plural».

Si buscamos en la legislación una definición de conflicto individual laboral no la vamos a encontrar. Así, debemos partir del concepto de conflicto colectivo para, por exclusión, delimitar el objeto del estudio  (8) .

Esta distinción -en apariencia sencilla- da lugar a no pocos problemas, sobre todo a la hora de acudir a los procedimientos de solución de conflictos que, en definitiva, es para lo que se hace esta diferenciación.

Cuando un conflicto se pone de manifiesto y se formaliza, «las partes se colocan en una situación más o menos prevista por la legislación positiva sobre la materia», que marca «los caminos idóneos, o considerados más idóneos» para la solución pacífica del mismo, atribuyendo a las normas que regulan estos procedimientos un carácter puramente instrumental  (9) .

En cualquier caso, la frontera entre el interés individual/plural y colectivo es difícil de delimitar. Es más, son «caras de la misma moneda», que derivan de la «formulación concreta de la norma jurídica»  (10) . En este sentido, Kahn Freund (11)  afirma que la «antítesis entre el interés individual e interés colectivo, es un producto exclusivo de una elección normativa», es decir, depende del ámbito subjetivo (individual) u objetivo (colectivo) al que afecte el derecho aplicable.

La práctica así lo refleja, porque pretensiones individuales iguales y planteadas de manera reiterada dan lugar a conflictos de naturaleza colectiva. La razón de ello es que sacan a «flote» problemas colectivos a través de la exteriorización de conflictos individuales.

La distinción que nuestro ordenamiento establece entre los conflictos individuales y colectivos se asienta principalmente sobre «un criterio cuantitativo y no cualitativo»  (12) . Muestra de ello son los artículos relativos a la movilidad geográfica (40.2 ET); modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo (art. 41.2 ET); suspensión del contrato de trabajo y despidos por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción o derivadas de fuerza mayor (arts. 47.1 y 51.1 ET, respectivamente), en los que se tiene en cuenta unas ratios concretas en función de los trabajadores afectados, para delimitar cuándo una situación puede ser calificada como colectiva o individual y poder, en consecuencia, llevar a cabo un procedimiento u otro que posibilite la aplicación de estas figuras.

No obstante, la distinción también deriva del origen de la fuente donde se regula la relación laboral. En concreto, el art. 41 del ET relativo a las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo hace la distinción entre condiciones de trabajo de carácter individual y colectivo. Y considera condiciones de trabajo de carácter individual las «que disfrutan los trabajadores de forma individual», entendiendo que la condición de individual viene establecida o adquirida por el origen de la condición modificada, bien a través del contrato entre el trabajador y el empresario, bien a través de una condición impuesta al trabajador por el empresario mediante el poder que le otorga el ordenamiento.

Por el contrario, tendrán carácter colectivo las modificaciones que afecten a los trabajadores «en virtud de un acuerdo o pacto colectivo» o las que afecten a un colectivo por «decisión unilateral del empresario» (art. 41.2 ET). No obstante, no se considerarán colectivas las modificaciones funcionales y de horario de trabajo que afecten durante noventa días a un número determinado de plantilla. En este apartado se están introduciendo de nuevo criterios cuantitativos para hacer la distinción entre conflicto individual y colectivo; distinción inexistente desde el punto de vista cualitativo, puesto que no afecta a la esencia de la modificación, bien sea funcional bien de horario de trabajo. En este caso, la distinción teórica entre conflicto colectivo e individual es «forzada» y está encaminada fundamentalmente a vincular el tipo de conflicto al procedimiento de solución que se le atribuye en función de su clasificación.

La experiencia nos indica que la frontera entre los conflictos individuales y colectivos es difícil de establecer, porque en un determinado momento un conflicto individual puede convertirse en colectivo, si los principios que en él se defienden se colectivizan a través de la actuación del sindicato  (13) .

En términos generales, «una controversia individual es aquella que involucra a un trabajador o un grupo de trabajadores que actúan de manera individual (o se refiere a la ejecución de sus contratos individuales de trabajo) y una controversia colectiva es aquella que afecta a una cantidad de trabajadores en forma colectiva (es decir, relativo a cuestiones que les conciernen en forma grupal)»  (14) .

Otra referencia legislativa donde se recoge la distinción entre conflictos individuales y colectivos se encuentra en el art. 1 de la LRJS (15) , cuando establece los tipos de conflictos que los órganos jurisdiccionales de orden social han de conocer, pero sin entrar a definirlos.

En el art. 91 del ET aparece también la distinción entre conflictos individuales y colectivos. Allí menciona las «controversias colectivas derivadas» de la aplicación o interpretación del convenio colectivo, estableciendo la posibilidad de resolver el conflicto por la jurisdicción competente o por los procedimientos de mediación y arbitraje que en su caso se establezcan, sin obviar «las atribuciones fijadas por las partes a las comisiones paritarias»  (16) . Este artículo menciona las controversias individuales para incluir la posibilidad de resolverlas a través de otros «procedimientos, como la mediación y el arbitraje», siempre y cuando haya un sometimiento expreso de las partes. En esta ocasión se ofrece la posibilidad de resolver los conflictos por procedimientos no jurídicos, confirmando la no necesaria exclusividad de la vía judicial para su solución. En este artículo aparece con claridad la distinción de los conflictos con el fin de otorgarles unos procedimientos de solución.

En cualquier caso, y como se viene afirmando, la distinción entre conflictos individuales y colectivos no está nada clara y depende de la forma de hacer valer el derecho, lo que convierte a un conflicto en individual y colectivo. De manera que si la cuestión afecta a un grupo de trabajadores y la petición se hace de manera genérica, estamos ante un conflicto colectivo, pero si las peticiones son individualizadas con la finalidad de concretar el resultado para cada uno de los trabajadores, entonces estaremos ante un conflicto individual  (17) .

Una vez puesta de manifiesto esta diversidad de conflictos, ahora vamos a tratar de profundizar en los aspectos que los diferencian.

2.2.  El interés general del grupo de trabajadores

El concepto de conflicto colectivo, según reiterada jurisprudencia del desaparecido Tribunal Central de Trabajo, descansa sobre la base del interés general, que ha de entenderse «como el propio de una categoría, grupo o colectividad, en su concepción abstracta e indiferenciada, sin tomar en cuenta las particulares circunstancias de sus componentes, y siendo la pertenencia a la categoría, grupo o colectividad la que produce la implicación en el convenio colectivo y no las características individuales de los trabajadores»  (18) .

Este mismo concepto aparece en la doctrina italiana bajo la denominación de «interés colectivo». Allí se define como «el interés de una pluralidad de personas a un bien apto para satisfacer una necesidad común. No consiste en una suma de intereses individuales, sino en una combinación, y es indivisible, en el sentido que viene satisfecho, no ya por bienes aptos para satisfacer las necesidades individuales, sino por el único bien apto para satisfacer la necesidad de la colectividad»  (19) ; o también como «un interés de grupo que no consiste en la suma de los intereses individuales, pero que ni siquiera está predeterminado en su contenido económico-social, y que aparece oscilando desde las más restringidas formaciones de grupo hasta las más amplias agregaciones de categorías y de sector»  (20) . En sentido negativo, el «interés colectivo» se define en referencia a «intereses particulares no satisfechos aisladamente»  (21) .

Otras definiciones con poco eco en la doctrina italiana intentaron conceptuar el interés colectivo como «el interés propio de una sociedad intermedia»  (22) , «entendido como un interés privado sometido a autonomías positivamente reconocidas y garantizadas por disposiciones constitucionales oportunamente interpretadas»  (23) .

Según Tarello, los elementos característicos del interés colectivo serían así pues:


	
1) La economicidad, que se traduce en la «tendencia a la satisfacción de una necesidad económica común». 

	
2) La indivisibilidad: un interés es colectivo cuando la necesidad que le da origen puede ser satisfecho sólo colectivamente. 

	
3) La calidad de genérico: cualquier interés indivisible de la colectividad (incluso «rudimentaria u ocasional») encaja en la noción de interés colectivo. 

	
4) La naturaleza iusprivada de su tutela jurídica: si, como se ha visto, el interés colectivo no lo es precisamente de toda la colectividad organizada, se trata de un interés privado. Entonces, el principio jurídico en el cuadro del que encuentra su tutela es un principio de Derecho privado  (24) . 



Estas características del conflicto colectivo están presentes en la doctrina española, pudiéndose resumir en tres notas: en primer lugar, la «existencia de una discrepancia fundamentada en el trabajo, o por el hecho del trabajo»; en segundo término, «la existencia de una disparidad de intereses en el seno de una relación colectiva de trabajo, protagonizada por ello por sujetos colectivos; y, en tercer lugar, "la exteriorización y representación por sujetos, colectivos de un interés contrapuesto, que las más de las veces será un interés colectivo"  (25) . El interés colectivo se puede definir, entonces, como el "interés abstracto e indivisible que afecta no al individual de cada trabajador o a la suma o mera agregación de los intereses de una pluralidad de más o menos amplia de trabajadores sino a un grupo genérico de ellos"»  (26) .

Partiendo de las nociones que se acaban de enunciar, a priori parece sencillo distinguir cuando estamos ante un supuesto de interés general o individual. Pero, en la práctica, «las relaciones de trabajo ofrecen un buen número de conflictos seudoindividuales que descartan el esquematismo»  (27)  al que estamos haciendo referencia.

Como se ha señalado en reiteradas ocasiones, la interposición de un conflicto colectivo o individual responde a estrategias de defensa de los intereses en juego, porque la interpretación de normas que interesan a todos los trabajadores de una empresa -como es el caso, por ejemplo, de la interpretación de una norma retributiva- «puede encontrar su cauce procesal adecuado en el conflicto colectivo». Pero no es el único, puesto que el término «podrá» del art. 17 del Real Decreto-Ley de 4 de marzo de 1977 da la opción de iniciar un proceso colectivo por las partes legitimadas legalmente. Es ésta una de las opciones que ofrece el ordenamiento, junto con el proceso individual. De lo contrario, «la protección de los derechos individuales quedaría condicionada a la decisión de quienes se encuentran legitimados para promover el conflicto colectivo», vulnerando así el art. 4.2 g) del ET y el derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en el 24.1 de la CE  (28) .

En este sentido encontramos claros exponentes en la actuación judicial, como en el caso de la demanda donde se reclama el cómputo, a efectos de antigüedad, del tiempo trabajado como aprendiz y el abono de las cantidades dejadas de percibir por una serie de trabajadores. La demanda fue desestimada en primera instancia por entender que el procedimiento correspondiente para reclamar dichas pretensiones era el previsto para el conflicto colectivo. No obstante, en el recurso de suplicación, la parte actora denunció la infracción del art. 1 de la LPL (actual art. 1 de la LRJS), en relación con el art. 24 de la CE, ya que se «propugna la defensa de un derecho o interés específicamente individualizado». La interposición de una demanda individual no es excluyente. De hecho, podrá interponerse un conflicto colectivo cuando concurran los requisitos establecidos legalmente para demandar por la vía del conflicto colectivo, «pues sabido es que ambas formas de protección de los derechos no resultan excluyentes». Caben, por lo tanto, las dos  (29) . Así, «cada trabajador, individualmente considerado, está legitimado para articular la defensa de sus propios intereses si estima que se ha conculcado alguna norma general»  (30) .

Es más, «el hecho de que uno o varios trabajadores formulen demanda individual para cuya decisión sea necesario interpretar un precepto de pacto o acuerdo colectivo, no impide la utilización del conflicto colectivo que puede plantearse posteriormente en interpretación y aplicación de la misma norma con los efectos que le son propios»  (31) . Por el contrario, es evidente «que cuando las acciones de índole colectiva determinen consecuencias de concreción individualizada, estas últimas atribuyen a cada trabajador afectado la correspondiente acción que le otorga el 4.2.f) del Estatuto de los Trabajadores»  (32) .

A efectos exclusivamente procesales, las distinción parece ser, así pues, bastante sencilla, puesto que lo único que hay que aplicar es la norma dispositiva propia del proceso laboral en materia de legitimación procesal de las partes  (33) . De manera que serán las partes legitimadas en el proceso las que definan el interés protegido, sobre la base del procedimiento elegido.

2.3.  Origen del concepto interés general

El origen del concepto de interés general como «valor general e indivisible» se encuentra en el extinguido Tribunal Central de Trabajo (TCT), que puso de manifiesto la diferencia entre los intereses de los conflictos del trabajador individualmente considerado, de los colectivos. En estos últimos, «una de las partes ha de estar constituida por una pluralidad de trabajadores, afectados de un mismo interés, cuyos miembros participan de él, no por razón de sus individualidades, sino en cuanto componentes de un grupo conformado por la común voluntad de defensa de dicho interés». Para ello debe concurrir «el doble presupuesto de subjetividad, en cuanto afectación de una pluralidad de trabajadores que debe componer un grupo homogéneo, y objetividad, radicante en el interés general e indivisible del grupo y no individual, concreto y sumado de cada uno de sus miembros»  (34) . Y siempre que la discrepancia se derive de la interpretación de una norma preexistente de origen estatal o convencional. Consideraba, por tanto, como conflictos colectivos exclusivamente a los jurídicos.

El desaparecido TCT reconoció la falta de claridad y precisión existente en nuestro ordenamiento a la hora de acuñar el concepto de conflicto colectivo e individual, cuando hace referencia a la falta de reglas para poder delimitar la naturaleza del conflicto colectivo jurídico y sus diferencias con el individual. En concreto, señala la ausencia en la legislación de normas «que permitan perfilar la naturaleza del conflicto colectivo jurídico y las características que le separan del conflicto colectivo individual o plural»  (35) . Mantiene también que ha sido este Tribunal el que ha despejado las dudas existentes sobre la cuestión y el que ha marcado las pautas para esa diferenciación en reiteradas sentencias  (36) .

En este sentido, el TCT determinó que existirá conflicto colectivo cuando surjan discrepancias derivadas de la interpretación de normas preexistentes, bien sean estatales o convencionales, que afecten a intereses generales del total de la plantilla de la empresa o a un colectivo de trabajadores de la misma. De manera que el interés en juego no sea individual y concreto de uno o varios trabajadores, que por circunstancias determinadas (particulares) los puedan separar del resto de trabajadores. El interés debe ser general e indiferenciado del grupo, sin tener relevancia el número de personas afectadas por el conflicto, siendo suficiente la generalidad del interés en juego, la cual queda reflejada o demostrada con la proyección de futuro consustancial a las sentencias que recaen en este tipo de procesos  (37) .

El TCT estableció que, para que pueda canalizarse el conflicto colectivo, debe darse un enfrentamiento externamente manifiesto de carácter jurídico, en el que una de las partes esté constituida por una pluralidad de trabajadores afectados por un mismo interés de carácter general e indivisible, por ser miembros de un mismo grupo y unidos por la voluntad común de su defensa. Sólo así se podrá utilizar de manera válida el cauce procesal del conflicto colectivo previsto en el ordenamiento procesal, ya que el principio de legalidad impone que el proceso que se siga sea el adecuado para sustanciar la pretensión interpuesta  (38) .

2.4.  Adecuación del proceso de conflicto colectivo o individual

Como ya hemos señalado, la distinción de la esfera colectiva e individual es difícil de delimitar en el ámbito laboral y, especialmente, cuando hablamos de conflictos. Así lo pone de manifiesto de manera reiterada el Tribunal Supremo en unificación de doctrina, cuando precisa que «en los conflictos individuales que versan sobre la interpretación de una norma hay normalmente un momento colectivo, en la medida en que el sentido general de la interpretación que se propugna no responde sólo al interés individual del que litiga sino a todos los que comparten o pueden compartir su posición contractual. Del mismo modo en la pretensión colectiva, que trata de establecer una determinada interpretación, están también presentes los intereses individuales de aquellos a quienes beneficia esa interpretación»  (39) .

En determinado momento, los conflictos individuales y colectivos aparecen, por tanto, como «conceptos híbridos», en los que es difícil distinguir la parte colectiva de la individual. Es más, podemos poner de relieve la parte individual o colectiva del conflicto, en función del interés en juego, para accionar por una u otra vía, siempre que sea posible.

Esta difícil frontera entre el interés individual o colectivo tiene como consecuencia la frecuente interposición de demandas para resolver la inadecuación de procedimiento individual, justificadas por el elevado número de demandantes  (40) . Ante esta situación, los tribunales mayoritariamente han dado la posibilidad de optar entre el conflicto colectivo o individual, ya que en nuestro ordenamiento «no cabe impedir el ejercicio de la acción individual -aunque sean instadas de modo masivo por multitud de afectados-, pues ello impediría la satisfacción constitucional que el art. 24.1 CE otorga, al dejar sólo en manos de determinados legitimados la posibilidad de obtención de una satisfacción judicial a determinadas pretensiones, con la consiguiente indefensión del que no puede obtener tutela»  (41) .

Es más, el mismo TCT estableció en su momento que, «aun cuando se admitiera que la pretensión ejercitada por los actores pudiera reunir los caracteres propios de una acción de conflicto colectivo, ello haría posible, pero no obligatorio, el planteamiento del proceso especial para el mismo previsto, ya que cuando las acciones de índole colectiva obtienen consecuencias susceptibles de concreción y cuantificación individualizada, estas últimas atribuyen a cada trabajador afectado la correspondiente acción que le otorga el cauce colectivo, que debe ser mantenido como meramente opcional en estos supuestos, máxime teniendo en cuenta que, de no ser así, el acceso a la tutela judicial efectiva quedaría condicionado a la decisión de quienes se encuentran legitimados para promover el conflicto colectivo (...) en contravención al principio contenido en el art. 24 de la CE»  (42) , «cuya tutela se defrauda si, comprobado el carácter colectivo de una controversia, se deniega curso a las acciones individuales suscitadas a su propósito, porque entonces los afectados, carentes de legitimación para entablar el conflicto colectivo, pueden verse privados de su derecho de acceso a la Jurisdicción, si no logran que su interés se secunde por quienes gozan de legitimación»  (43) .

Por tanto, cuando estamos en presencia de un conflicto colectivo, no es obligatorio accionar el procedimiento establecido en la LRJS a tal efecto, sino que es una mera facultad que ofrece el ordenamiento, por la posibilidad de poder ejercitar, en caso contrario, la acción individual «susceptible de concreción y cuantificación» (y por la posibilidad de utilizar otros medios de solución que no sean los judiciales). No obstante, si en la demanda no se ejercitan acciones de reclamación o declarativa de derechos individuales, sino colectivos, como por ejemplo la «disconformidad con la forma de cuantificarse el plus de nocturnidad respecto a todo el personal sanitario no facultativo de la Seguridad Social, esto es, una acción de conflicto colectivo», el proceso individual podría ser declarado inadecuado de oficio por ser contrario al principio de economía procesal establecido en el art. 24.2 de la CE, que prohíbe las dilaciones indebidas y ordenar así al Juzgado que siga un procedimiento  (44) . Esta situación está suficientemente justificada teniendo en cuenta que el interés protegido es el colectivo.

Por este motivo, y pese a ser una opción, hay situaciones donde los tribunales determinan que el cauce procesal adecuado es el del conflicto colectivo. Por ejemplo, el caso en que se admite el procedimiento de conflicto colectivo para resolver una controversia donde se reclama el reconocimiento del derecho de un colectivo de trabajadores a percibir los salarios dejados de cobrar, «por la imposibilidad de prestar servicios a consecuencia de la avería de una máquina». Como ésta es una cuestión que afecta a un colectivo de trabajadores y la cuestión a dilucidar es la interpretación de los preceptos relativos a la prestación de servicios y sus consecuencias jurídicas y económicas en relación al art. 30 del ET, el procedimiento de conflicto colectivo tiene cabida como alternativa a la acción individual, ya que cuenta con las características propias de estos conflictos  (45) .

Si esto es así, la adecuación o no se perfila en el modo de hacer valer el derecho y no en función del número de demandantes. En este sentido, hay una sentencia del TS donde la cuestión propuesta en el recurso es la diferenciación entre la pretensión propia del conflicto colectivo y aquella que aun siendo individual en su ejercicio tiene naturaleza plural. Esta diferencia no puede conceptuarse apelando exclusivamente al carácter general o individual del derecho ejercitado en la pretensión, sino que es preciso tener también en cuenta el modo de hacerlo valer. Por ello, el art. 153 de la LRJS adscribe al proceso del conflicto colectivo las demandas que no sólo tengan un interés general, sino que al propio tiempo exige «que afecten a un grupo genérico de trabajadores», es decir, que el reconocimiento del derecho sea interesado no para cada uno de los trabajadores individualmente considerados, sino para ellos en cuanto colectivo, sean cualesquiera los trabajadores singulares comprendidos en él. Aquellas pretensiones que se resuelven en una petición concreta de cantidad individualizada para cada uno de los demandantes no es una pretensión propia y exclusiva de un conflicto colectivo, por más que la declaración de derecho, que es fundamento de la condena dineraria, hubiera podido ser objeto de un conflicto colectivo si se hubiera solicitado genéricamente y por quien estaba legitimado para ello  (46) .

En este sentido, podemos afirmar que cuando se plantea el conflicto colectivo, lo que se cuestiona no es solamente si hay o no interés colectivo real de un grupo de trabajadores, sino el modo de ejercitar el derecho que da contenido a la pretensión, el cual -como señala de manera reiterada la jurisprudencia  (47) - podrá ser encauzado «por la vía del proceso colectivo aquellas, que afectando al interés general de un colectivo o grupo de trabajadores, se defiende aquél en forma genérica o abstracta, prescindiendo de la individualización o concreción en cada interesado, postulando el reconocimiento del derecho para el grupo en cuanto colectivo, cualesquiera que sean los trabajadores singulares comprendidos en el mismo»  (48) .

En definitiva, «lo fundamental para diferenciar el proceso especial de conflicto colectivo del ordinario que, aun siendo individual en su ejercicio, tiene naturaleza plural  (49) , está en la forma de hacer valer el derecho. De modo que, afectando la cuestión a un conjunto de trabajadores, si se hace una petición genérica para todo el grupo es el proceso de conflicto colectivo el adecuado. Por el contrario, si las peticiones se hacen de modo individualizado y concreto para cada trabajador, lo es el procedimiento ordinario»  (50) . En esta sentencia se admite el procedimiento ordinario para reclamar una cantidad de dinero, «para hacer valer un interés individual», en lugar de acudir al conflicto colectivo y solicitar «el reconocimiento del derecho y la condena como grupo genérico de trabajadores».

No obstante, existen materias «que no pueden ser objeto de proceso de conflicto colectivo  (51) , desde el punto de vista de la viabilidad, ya que para resolver el conflicto se deberán tener en cuenta las circunstancias individuales de cada uno de los trabajadores y su situación laboral específica. Y ello hasta tal punto que el TS ha determinado constantemente la inexistencia de litispendencia en la relación entre proceso colectivo y contienda singular, admitiendo únicamente y en aras tanto del principio de economía procesal como de la redacción dada por la Ley 11/1994, de 19 de mayo, a los arts. 40 y 41 del ET y 138.4 LRJS, la suspensión de los procesos que tratan sobre los conflictos individuales hasta la conclusión del conflicto colectivo»  (52) .

En definitiva, para que haya conflicto colectivo, además del interés que afecte a un colectivo y que derive del criterio de aplicación y/o interpretación de una norma jurídica, convenio colectivo o una decisión o práctica de empresa, «se requiere también, que la pretensión que se deduzca busque precisamente dar la solución con carácter universal en el ámbito del conflicto, porque sólo entonces es el interés general el que se debate en el proceso»  (53) .

Es más, «si la acción de un conflicto colectivo exige la modalidad procesal de conflicto colectivo, la situación conflictiva que afecte a un colectivo de trabajadores no requiere necesariamente el ejercicio de la acción de conflicto colectivo (repárese que incluso es legítimo que la composición o arreglo del conflicto se intente al margen del proceso, mediante la utilización de otros instrumentos como la negociación, la huelga, etc.). Sólo habrá de ejercitarse la acción de conflicto colectivo si lo que se quiere es que la solución la den los Tribunales de Justicia y con carácter general, pero si lo que se busca es satisfacer exclusivamente el concreto interés de un trabajador afectado (o de una pluralidad de ellos, pero cada uno el suyo concreto y específico), nada obsta a que éste o éstos puedan ejercitar, ante ellos, la correspondiente acción declarativa de su derecho, o la consiguiente condena»  (54) .

De hecho el TS en numerosas sentencias viene manteniendo que el art. 17.1 del RDL sobre Relaciones de Trabajo no impone el seguimiento del proceso especial para la solución de situaciones conflictivas que afecten a intereses generales de los trabajadores, sino que lo previene como potestativo u opcional, al establecer literalmente que aquella solución «podrá tener lugar» a través de dicho procedimiento. A esto hay que añadir que la legitimación activa para promoverlo, según el art. 18.1 del RD, obliga a la interpretación extensiva de la permisividad del procedimiento ordinario, en los supuestos en que también pudiera utilizarse el del conflicto colectivo, para no vulnerar el acceso a la tutela judicial efectiva, garantizado por el art. 24 de la CE (55) .

De igual manera, «el hecho de que el mismo derecho haya sido objeto de controversia con anterioridad en un procedimiento ordinario no prejuzga la adecuación del procedimiento de conflicto colectivo». Así se manifestó en un procedimiento promovido por los trabajadores de una empresa para pedir que les fuera declarado el derecho a disponer de 10 minutos dentro de su jornada laboral para su aseo personal, antes de la comida, y otros diez al acabar la jornada. Con anterioridad a este recurso, este mismo derecho ya fue reconocido a un trabajador que acudió en su día a un procedimiento ordinario  (56) . Es más, esta sentencia afirma que «si bien no todo lo reclamable por la vía del procedimiento individual es reclamable por la vía del conflicto colectivo, sí que todas las pretensiones ejercitables mediante conflicto colectivo pueden ser demandadas individualmente».

En conclusión, podemos afirmar que la doctrina de la Sala de lo Social del TS iniciada en el año 1991 -recogiendo y continuando la doctrina ya iniciada por el Tribunal Central de Trabajo- establece una serie de requisitos para precisar cuándo estamos en presencia de conflicto colectivo y poder accionar así por la vía de conflicto colectivo. Deben darse por tanto los siguientes requisitos:


	
a) La existencia de un conflicto actual. 

	
b) El conflicto debe ser de carácter jurídico, diferenciándose así del conflicto de intereses. 

	
c) Debe ser colectivo. Con respecto a este elemento, el más nuclear y dificultoso, la Sala ha venido exigiendo: por un lado, un requisito de carácter subjetivo: la existencia de un conjunto de trabajadores considerado en su unidad como grupo homogéneo definido por caracteres objetivos que lo configuran; y otro requisito de carácter objetivo: la presencia de un interés general e indivisible que reside en el grupo  (57) . 



Esto es así porque el proceso colectivo tiene por objeto una pretensión que afecta al interés general de un grupo genérico de trabajadores. Por ello, sólo cuando ese interés se presente como indivisible, es decir, como «no susceptible de fraccionamiento entre sus miembros», puede dar lugar a una sentencia de condena, en la medida en que ésta es capaz de satisfacer ese interés mediante un pronunciamiento que establece para el demandado una obligación ya definida en todos sus elementos y, por tanto, ejecutable. Pero lo normal es que la propia configuración práctica del interés colectivo común -un interés que corresponde, a la vez, a la esfera de los trabajadores individualmente considerados y al grupo en su conjunto- determine que aquél sea indivisible o individualizable entre los miembros de la colectividad.

En estos supuestos, la línea que separa el conflicto colectivo del plural parte de la base de que en este último el conjunto aparece como suma -total o parcial- de los individuos que lo componen, mientras que en el colectivo el interés general se formula de forma abstracta al margen de los elementos de individualización  (58) , con lo que al prescindir de esos elementos se presenta siempre una afectación que cubre la dimensión total del grupo. Se manifiesta de una forma pura, que no permite la determinación de obligaciones directamente ejecutables, y sólo puede traducirse en pretensiones y decisiones meramente declarativas, entendiendo por éstas las que tienen por objeto «la mera constatación, fijación o expresión judicial de una situación jurídica ya existente». Por ello, la LRJS separa en estos conflictos el plano colectivo, que tiene que consistir necesariamente en una declaración general, del plano individual, que en ausencia de cumplimiento voluntario de esa declaración general tiene que concretarse a través de procesos individuales, en los que la sentencia colectiva actúa como decisión vinculante dentro del marco del efecto positivo de la cosa juzgada  (59) .

Cuestión distinta es la ejecutividad de la sentencia. Sobre esta cuestión el Tribunal Supremo ha manifestado que las sentencias de conflicto colectivo «no son simples dictámenes o informes sino resoluciones jurisdiccionales que tienen por objeto resolver o dirimir una contienda o contencioso existente entre dos partes y por tanto de condena, en cuanto se impone a la parte demandada la obligación de acomodar su comportamiento a lo resuelto en sentencia en relación con el precepto o preceptos cuya interpretación y aplicación ha motivado el conflicto; en este caso, la obligación por parte de la empresa de pagar a los trabajadores el salario dejado de percibir pero que al no ser cuantificado ni identificado no se puede ejecutar. Debiendo realizar una ulterior demanda de reclamación de cantidad, en procedimiento ordinario, cuando la empresa no haya cumplido de manera voluntaria la sentencia de conflicto colectivo»  (60) .

La condena en este caso es relativa, si tenemos en cuenta la necesidad de iniciar un nuevo proceso para obtener el resarcimiento del objeto de la demanda y cobrar de esta manera los salarios dejados de percibir (o impagados). Podríamos afirmar que es más una declaración de principios que una condena en sentido estricto. En este sentido y de acuerdo al principio de economía procesal, se debería en el mismo juicio concretar las pretensiones demandadas para que en la sentencia resolutoria del conflicto colectivo quedara resuelta la controversia  (61) .

En cualquier caso, el TS ha señalado que «el hecho de que la sentencia no sea ejecutable por tratarse de un litigio de interés individualizable y que pueda concretarse a través de un derecho de titularidad individual, no hace inadecuado el procedimiento de conflicto colectivo, siendo posible el curso simultáneo o sucesivo de procesos individuales y colectivos sobre la misma cuestión litigiosa, hipótesis que no es ajena a las previsiones legales, ello en nada obstaría sino que abonaría la posibilidad de un proceso o pluralidad de procesos individuales, como en el caso traído a nuestra consideración, máxime cuando la pretensión ejercitada es de condena y se concreta en precisas cantidades a cada uno de los actores por el concepto reclamado»  (62) .

En este sentido hay un gran número de sentencias en relación a las reclamaciones de cantidad donde se establece la adecuación del procedimiento ordinario individual, puesto que los demandantes han «buscado satisfacer exclusivamente su peculiar e individualizado interés»  (63) , frente al proceso especial colectivo establecido en el art. 153 y siguientes de la LRJS. De lo contrario, estaríamos ante una vulneración de la tutela judicial efectiva, que garantiza el art. 24 de la CE en el sentido antes señalado y que ya apuntó el TCT en numerosas sentencias  (64) .

3.  CONFLICTOS JURÍDICOS Y DE INTERESES

3.1.  Introducción

Otra de las distinciones más frecuentes en materia de conflictos, que se establece en la mayoría de los países, es la de conflictos de derecho o jurídicos y conflictos de intereses o económicos.

La distinción entre conflictos jurídicos o de derecho y los conflictos de intereses o económicos es tradicional en la doctrina y merece una mención especial en cualquier estudio sobre la «dogmática general para el tratamiento jurídico de las relaciones conflictuales de trabajo»  (65) .

Con carácter general, podemos afirmar que los conflictos jurídicos son los que derivan de la interpretación, aplicación o incumplimiento de una norma legal, convencional, colectiva o consuetudinaria. El punto de partida es, por tanto, la preexistencia de un derecho que «debe ser actuado con sujeción a criterios objetivos que de su contendido han de derivarse»  (66) .

Los conflictos de intereses, por el contrario, están fundados en la existencia de un derecho subjetivo derivado de las condiciones personales, vitales e individuales de los trabajadores, sin base normativa y con la finalidad de modificar, crear o extinguir una realidad laboral que se sustenta en una norma legal o convencional.

En este sentido, la OIT define como conflicto de derecho «aquel que se refiere a la violación o interpretación de un derecho (u obligación) plasmado en una ley, un convenio colectivo o un contrato individual de trabajo» que da lugar a una situación donde los trabajadores o grupos de trabajadores «no pueden ejercer los derechos que les corresponden». Mientras que el conflicto de intereses lo define como «aquel que se suscita por diferencias relativas a la determinación de derechos y obligaciones futuras, y por lo general es el resultado del fracaso de la negociación colectiva. Este tipo de conflicto no surge de un diferendo acerca de un derecho existente, sino del interés de una de las partes de crear dicho derecho, plasmándolo en un convenio colectivo, y el interés de la otra parte de no hacerlo»  (67) .

De este planteamiento surge la tesis de que los conflictos de intereses no pueden ser individuales; o, si lo son, es desde una perspectiva puramente teórica, pues en la actualidad no hay cauces reales para resolverlos. Así las cosas, podemos preguntarnos si esta afirmación es cierta y, si es así, si existe alguna posibilidad en nuestro ordenamiento sobre la existencia de algún procedimiento de solución de conflictos que no sea el jurídico, puesto que la vía judicial no es la adecuada para resolverlos.

La apuesta de esta tesis es contestar de manera positiva a esta pregunta, puesto que los mecanismos existen, aunque no siempre se utilizan de manera práctica, porque tampoco hay una regulación que desarrolle de manera eficaz los efectos de la solución emanada de estos procedimientos. Dentro de estos procedimientos podemos reconocer a las comisiones paritarias o a los procedimientos de solución autónoma de conflictos, derivados del desarrollo de la autonomía colectiva, que se estudiarán en epígrafes posteriores a los que se remite la explicación de este punto.

3.2.  Conflictos de intereses

El ordenamiento no da una definición de conflicto de trabajo, quizá porque el término de conflicto va cambiando con el paso del tiempo o porque cuando definimos estamos limitando, y la noción de conflicto laboral tiene muchos matices sociopolíticos. En cualquier caso, las referencias que aparecen en la legislación están relacionadas con los procedimientos legalmente establecidos para resolverlos, sin aportar mucha claridad a esta distinción.

En concreto, en el Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, podemos extraer la diferencia entre el conflicto colectivo jurídico y de intereses, siempre sobre la base de su solución. En su art. 17.1 se establece la posibilidad de resolver, mediante el procedimiento de conflicto colectivo, las situaciones «que afecten a intereses generales de los trabajadores». El art. 25 a) hace referencia al iter procedimental que va a seguir el conflicto derivado «de discrepancias relativas a la interpretación de una norma preexistente, estatal o convenida colectivamente», cuando las partes no hayan llegado a un acuerdo, ni hayan designado ningún árbitro, es decir, cuando se trate de conflicto jurídico. Por tanto, la posibilidad de interponer conflicto colectivo, conforme establece el art. 17, se reserva para los conflictos jurídicos.

Otra referencia que hace el ordenamiento al conflicto jurídico es la que contiene el art. 153 de la LRJS, en virtud del cual se establece la tramitación del conflicto colectivo, cuando afecte «a intereses generales de un grupo genérico de trabajadores o a un colectivo genérico susceptible de determinación individual y que versen sobre la aplicación e interpretación de una norma estatal, o convenio colectivo». También en el art. 91 de ET se establecen los medios de mediación y arbitraje para «la solución de las controversias colectivas derivadas de la aplicación o interpretación de los convenios colectivos»  (68) .

En consecuencia, se puede afirmar que el concepto de conflicto jurídico o de intereses es una creación doctrinal, donde las clasificaciones distan poco unas de otras aunque con matices. En concreto, las más frecuentes son las siguientes: conflictos de derecho o de intereses, jurídicos o económicos; conflictos por incumplimiento y novatorios; conflicto de aplicación y de reglamentación.

La diferenciación que establece la doctrina entre conflictos de intereses o jurídicos se fundamenta sobre la base de su objeto, es decir, según «verse sobre una pretensión autónoma (originaria) o una norma jurídica preexistente»  (69)  o, lo que es lo mismo, en función de las pretensiones objeto del conflicto.

Otra clasificación en el mismo sentido es la que propuso Bayón en función de la finalidad de los conflictos, haciendo la distinción entre conflictos novatorios o de incumplimiento. Los primeros se definen como «aquellos conflictos que se exteriorizan sin una apoyatura jurídica y para pretender una modificación de condiciones de trabajo»; los segundos, los de incumplimiento, «cuando una de las partes ya sea individual o colectiva no observa las normas que rigen tal relación, sea ley, convenio o contrato individual»  (70) .

La distinción entre conflictos individuales y colectivos, jurídicos y de intereses, no es en ocasiones muy clara. Es más una forma de encauzar la resolución de los conflictos  (71)  y los medios para su solución que una distinción en sentido estricto  (72) .

En los conflictos de intereses las partes deben resolver las controversias a través de la negociación, mientras que en los conflictos de derecho pueden ser resueltos por jueces y tribunales. La cuestión es qué sucede cuando las negociaciones de los conflictos de interés no llegan a buen puerto  (73)  o cuando las controversias de derecho se pueden solucionar mediante la negociación de un acuerdo. Estas cuestiones las trataremos de resolver más adelante.

Como ya hemos señalado anteriormente, el TS establece que para que podamos hablar de conflicto colectivo jurídico se tienen que dar tres requisitos, que otra Sentencia de la misma Sala del Alto Tribunal contempla y matiza. Estos requisitos son: uno, la existencia de un interés de carácter colectivo general e indivisible; dos, un elemento subjetivo, que afecta de manera indiferenciada a un grupo de trabajadores; y tres, un elemento «finalístico», que admita los conflictos jurídicos o de interpretación y que excluya los de intereses e innovación  (74) .

Según este mismo Tribunal, para que estemos en presencia de un conflicto de intereses y por tanto carente de entidad jurídica, tiene que existir una «divergencia entre las partes», que no derive de «la distinta interpretación de una norma, sino precisamente por la ausencia de norma que regule de manera precisa y directa el conflicto. Es un claro ejemplo de lo que la doctrina denomina conflicto de regulación por cuanto que lo que básicamente se discute es qué norma o regla jurídica ha de cubrir una situación sobrevenida de vacío normativo»  (75) .

Por ejemplo, es el caso del planteamiento de una demanda de conflicto colectivo jurídico derivado de un traslado del centro de trabajo en la que se solicita el derecho de los trabajadores afectados a un medio de transporte o indemnización. Esta petición fue desestimada por el TSJ de Madrid  (76) , al entender que el conflicto es de intereses por tratarse de una pretensión que no tiene respaldo en normas legales ni convencionales. Otra cuestión bien distinta es si la demanda hubiera sido planteada por cuestionarse la oportunidad o no del cambio del centro de trabajo  (77) . Es más -y así lo establece la Sentencia a la que hemos hecho referencia-, «los órganos del poder judicial son competentes para resolver contiendas que guarden relación con la interpretación y aplicación de cualquiera de las fuentes del ordenamiento jurídico, pero lo que no pueden hacer, allí donde la autonomía colectiva de los representantes de los trabajadores y la patronal fracasó, es crear ex novo obligaciones colectivas para una de las partes del contrato de trabajo que no vengan establecidas en ninguna norma estatal o convenio colectivo, ni tampoco se deduzcan por aplicación de la doctrina de la condición más beneficiosa de una práctica o decisión del empleador de alcance colectivo»  (78) .

En este sentido, el TS hace una distinción entre el conflicto jurídico y de intereses  (79) . En el primero, «la discrepancia de las partes respecto de la aplicación o interpretación de una norma constituye precisamente la razón de ser del conflicto», mientras que el de regulación o innovación «no descansa sobre la existencia de una norma previa, cuyo significado, alcance o cumplimiento se reclama, sino que surge del propósito de modificar el ordenamiento existente a través del cambio de las condiciones que integran ese ordenamiento o de crear condiciones nuevas ab origine».

Otro ejemplo de conflicto de intereses es el que se puso de manifiesto en una demanda de conflicto colectivo, donde se solicitaba la declaración de un puesto de trabajo como peligroso, con las consecuencias legales que ello conlleva; es decir, un plus de penosidad por valor del 25% sobre el salario base de la categoría más la antigüedad. En este supuesto, el convenio colectivo de empresa no establece nada sobre la posible peligrosidad del puesto en cuestión, ni tampoco lo hace el Real Decreto que enumera los trabajos considerados como tales. Es más, tras una reunión celebrada por la Comisión Mixta para tratar el tema de la peligrosidad del puesto, ésta finalizó sin acuerdo entre los representantes de los trabajadores y la empresa. En esta ocasión existe una ausencia manifiesta de normativa convencional y legal sobre una cuestión concreta en materia preventiva como es determinar la peligrosidad de un puesto de trabajo concreto. En este caso, el puesto objeto de conflicto no es catalogado como tal. El conflicto surge cuando una de las partes pone de manifiesto la necesidad de clasificar el puesto como peligroso, a fin de «reconocerle» una catalogación que hoy no tiene. Este caso es un claro ejemplo de conflicto de interés mediante la creación ex novo de una obligación colectiva no recogida ni en convenio ni en ninguna norma estatal  (80) .

En ocasiones, y de manera aparente, aparece un conflicto jurídico derivado de la interpretación y aplicación de una norma jurídica o paccionada, cuando en realidad tiene como trasfondo un conflicto de intereses, en el sentido de que resulta imposible que el elevado número de conflictos colectivos tenga siempre que ver con la norma. Por tanto, el resto de «universo laboral» será otra cosa distinta. Es decir, que las controversias derivadas de las relaciones laborales y que nada tengan que ver con la interpretación o aplicación de una norma serán conflictos de intereses. Si esto es así, el cauce adecuado para la resolución de estos conflictos no es el judicial, puesto que los jueces se limitan a interpretar y aplicar el ordenamiento existente  (81) .

En este sentido, otro caso es la demanda en la que se solicita la tutela judicial porque se entiende que la Administración autonómica «conculca toda la normativa vigente contenida en el convenio colectivo ya que no se ajusta a ninguna de las modalidades de provisión y movilidad de puestos de trabajo reguladas en los arts. 8, 9 y 12 del mismo». Sin embargo, el ponente de la Sentencia dictamina que «lo único que ha cambiado en la situación de los trabajadores demandados ha sido la ubicación de las dependencias donde prestan servicios sin variación de sus puestos de trabajo». Por tanto, si los preceptos alegados no han sido infringidos en el sentido anteriormente comentado, es decir, que no hay un cambio del puesto de trabajo, entonces nos encontramos con una controversia -claro está-, pero no jurídica, puesto que no hay norma afectada; si la hubiera, no habría problema de aplicación o interpretación. Por tanto, «ante la inexistencia de norma jurídica que otorgue especial tutela a los intereses enfrentados, sino ante un mero conflicto de intereses a resolver por otros medios que el ordenamiento jurídico proporciona diferentes del proceso»  (82) .

No obstante, a pesar de que -como hemos señalado- los conflictos de intereses no deben resolverse en los tribunales, esto no siempre es así. De hecho hay controversias que superan el plano jurídico, pero que por el mimetismo y la arraigada cultura procesalista se llevan de manera reiterada a que se resuelvan por los tribunales. Es el caso de la sentencia que falló a favor de unos trabajadores cuando reconoció «el derecho de los trabajadores afectados por el cambio de centro de trabajo de la empresa, a que sean compensados económicamente por los daños y perjuicios causados tanto en el mayor tiempo invertido en los desplazamientos, como en el concepto de gastos de transporte, como en la comida que deban realizar en el centro»  (83) .

Esta sentencia de instancia se recurrió en suplicación. La Sala revocó la resolución de instancia declarando inadecuado el procedimiento de conflicto colectivo entre otras razones por no existir «norma o uso empresarial cuya interpretación o aplicación sirva de base a la pretensión actora, ni siquiera existe negativa por parte de la empresa a reconocer el derecho que los actores demandan, antes al contrario, la cuestión traída al debate constituye un verdadero conflicto económico carente de contenido jurídico que se aleja de la actividad jurisdiccional para situarse netamente en el ámbito de la negociación colectiva», ya que «los actores no pretenden el reconocimiento del derecho a ser compensados de un mayor tiempo invertido, unos gastos de transporte y de comedor como consecuencia del traslado del centro de trabajo decidido unilateralmente por la empresa, sino el forzar a ésta a negociar cantidades compensatorias superiores a las ofrecidas, lo que nos lleva a la necesidad de estimar el recurso en tanto la Sala no puede entrar a pronunciarse sobre el fondo de la cuestión planteada en la demanda, dada la inadecuación del procedimiento en conflicto colectivo utilizado por los actores»  (84) .

En otras ocasiones los tribunales han declarado la incompetencia de la jurisdicción para conocer del fondo del litigio por tratarse de conflicto de intereses, sin que los tribunales puedan entrar a decidir en virtud del art. 153 de la LRJS (85) . Es el caso de una demanda que formula una petición de incremento de las dietas y los gastos de viaje que no aparece previsto en el convenio colectivo, el cual hace referencia exclusivamente al incremento de las tablas salariales, dejando al margen cualquier mención a conceptos puramente extrasalariales. Por tanto, no hay ninguna norma legal o paccionada que pueda acogerse para poder solucionar la petición, de manera que la Sala no puede sobrepasar «su propia competencia para suplantar la voluntad de una de las partes que debiera concurrir para fijar el correspondiente incremento y en definitiva, lo que se busca al promover el conflicto colectivo es lograr a través de una sentencia lo que no ha conseguido el actor en la mesa de negociaciones del convenio colectivo»  (86) .

Otro conflicto calificado por la doctrina y la jurisprudencia como conflicto «típico» de intereses y no jurídico es el relativo a las vacaciones; en concreto, a la determinación de la fecha de disfrute de éstas. Según lo que establece el art. 38.2 del ET, se fijará de común acuerdo entre el empresario y el trabajador, de conformidad con lo establecido en su caso en los convenios colectivos sobre planificación anual de las vacaciones.

Se declara que existe incompetencia de jurisdicción, sin entrar por tanto a conocer del fondo del asunto por razón de la materia, cuando lo que se demanda es un conflicto económico de intereses o regulación que, preexistiendo a una norma, quiere dar su contenido a ésta  (87) .

En conclusión, «las reclamaciones dirigidas a la alteración o modificación de norma o práctica empresarial, es decir, los denominados conflictos de reglamentación o de intereses, lo cuales no se dirigen a la interpretación y aplicación de una norma previa, sino precisamente a la elaboración de una nueva norma que regule la materia conflictiva o que modifique la norma preexistente, serán conflictos que habrán de resolverse por acuerdo entre las partes, a través de la vía de la negociación colectiva o por indicación legal fuera de la actuación judicial, pero nunca por una decisión jurisdiccional, ya que la función de los Tribunales es aplicar e interpretar las normas, mas no crear derecho»  (88) .

No obstante, existen otras vías alternativas que el ordenamiento reconoce, a través de los procedimientos de solución autónoma que se creen al amparo del art. 83 del ET. Estos procedimientos son una realidad gracias a la voluntad y consenso de los protagonistas de la relación laboral. Estos procedimientos tienen como finalidad administrar soluciones en principio adecuadas, fruto de la voluntad de las partes de someterse a ellas sin que suponga una administración arbitraria de voluntades privadas, para resolver un conflicto al margen de la justicia y la equidad. Lo que se trata es de canalizar una nueva posibilidad de solución desjudicializando las relaciones laborales en general, sin que esto suponga la desregulación de las mismas  (89) . La cuestión es que hay conflictos de intereses que se «visten con ropajes jurídicos» para poder tener acceso a la vía judicial y, en definitiva, para poder ser resueltos. El problema existe cuando alguna de las partes acude a la vía judicial para resolver el conflicto planteado y se encuentra con la imposibilidad para resolverlo.

La cuestión no es si hay motivos suficientes en los que fundamentar la demanda presentada, sino si éste es el cauce adecuado para su resolución, teniendo en cuenta que la relación laboral continúa y es mejor buscar otra forma de diálogo y entendimiento que permita la pacificación de las relaciones laborales en ese espacio. De lo contrario, estaríamos poniendo parches a las relaciones laborales sin llegar, en este caso, a ninguna solución, sino más bien al agravamiento de las mismas.

3.3.  Conflicto jurídico

El conflicto colectivo jurídico es el conflicto colectivo por excelencia al que hace referencia nuestro ordenamiento. Es el que deriva de la interpretación o aplicación de una norma legal o convencional. Por tanto, para su clasificación como tal deben darse las notas características de este tipo de conflictos, como son, por un lado, el interés general de un grupo genérico de trabajadores y, por otro, que derive de la interpretación y/o aplicación de una norma  (90) .

Siguiendo con el razonamiento legal sobre los supuestos que se pueden entender como conflicto jurídico o no, la casuística es muy abundante. En muchas ocasiones se interponen demandas de conflicto colectivo jurídico cuando en realidad no se trata de una interpretación del convenio, sino de la modificación del mismo. Cuando no ha habido una buena negociación del convenio, dando lugar a vacíos en la negociación, no se puede posteriormente acudir a los tribunales para subsanar las carencias que de ella se deriven, pues no es competencia de la jurisdicción -por lo menos en teoría- la labor normativa o creadora de normas. Es el caso de demandas de conflicto colectivo en las que se reclama el reconocimiento de ciertos puestos de trabajo como penosos, tóxicos o peligrosos, con el consiguiente plus económico derivado de este reconocimiento, cuando no han sido reconocidos como tales por el convenio colectivo  (91) . En consecuencia, no se puede acudir posteriormente a los tribunales a reclamar en el proceso de conflicto colectivo jurídico la novación de la norma, ya que para ello el ordenamiento establece otros cauces como la negociación colectiva.

Conflictos colectivos jurídicos serían, por ejemplo, el caso de la prolongación de la jornada laboral excediendo el límite pactado en convenio colectivo  (92) ; o en materia de clasificación y promoción profesional  (93) ; el derecho a la información de los representantes de los trabajadores en materia de descripción de puestos de trabajo  (94) ; el descanso para el bocadillo como una cuestión de jornada y no salarial  (95) ; o la inadecuada contratación eventual de personal a través de ETT, cuando el convenio colectivo establece la supeditación de esta contratación «a la plena ocupación de todo el personal fijo y fijo discontinuo de la empresa»  (96) . Igualmente, se entendió como conflicto colectivo la reclamación de la revalorización del complemento de pensiones establecido en convenio colectivo  (97) .

Otro conflicto colectivo sería el que deriva del disfrute del periodo de vacaciones conforme a lo establecido en convenio. Se entendió que era conflicto colectivo porque, aunque el disfrute es individual, la cuestión de fondo es la interpretación de dos artículos de un convenio. Es una petición en positivo, que se disfruten las vacaciones conforma a lo establecido en el art. 28 del Convenio; y otra en negativo, que no se aplique el art. 26 de dicho convenio puesto que es contraria a derecho. Estamos en este caso ante el supuesto que se recoge en el art. 153 de la LRJS «enlazando con lo que supone una práctica de empresa». Con independencia de si el contenido de la demanda tiene o no razones de fondo para salir adelante, la cuestión principal es que hay un conflicto por la interpretación de estos dos preceptos que debe ser resuelto por los tribunales  (98) .

Hay que tener en cuenta que no sólo podemos hablar de conflicto colectivo jurídico cuando estamos en presencia de la interpretación de una norma estatal o convencional, sino también cuando estamos ante una decisión o práctica de empresa. Es el caso en que el conflicto deriva del descanso semanal de los conductores-perceptores de una empresa de transportes. El fondo del conflicto está relacionado con la «aplicabilidad, por su permanencia en el tiempo, de una determinada práctica de empresa, aceptada por los trabajadores durante un dilatado periodo de tiempo, esto es, forma de disfrutar el descanso semanal por los conductores perceptores, es claro que el conflicto no es de intereses sino jurídico que legitima a la representación de los trabajadores actora frente a la decisión unilateral de la empleadora de poner término a dicha práctica»  (99) .

El procedimiento de conflicto colectivo jurídico será el adecuado para resolver el conflicto de interpretación derivado de las mejoras voluntarias de la Seguridad Social, en relación con el complemento de la prestación de incapacidad temporal pactada en convenio colectivo, y respecto a la forma de efectuarla. Este conflicto contiene las notas definitorias del conflicto colectivo jurídico  (100) .

Y, como hemos señalado en epígrafes anteriores, a través del procedimiento de conflicto colectivo se obtendrá la interpretación de la norma objeto de debate, mediante una sentencia declarativa que podrá ser ejecutada a través de una nueva sentencia  (101) .

4.  CONCLUSIONES

En definitiva, todo conflicto individual tiene una vertiente colectiva y todo conflicto colectivo tiene una vertiente individual, pero la distinción entre uno y otro tiene como base el interés que se quiera defender. Si lo que se quiere reclamar es la tutela de los derechos e intereses derivados del contrato de trabajo, el conflicto será individual y será el trabajador el legitimado para accionar en un proceso como parte principal, sin que el sindicato y las asociaciones empresariales puedan traspasar la frontera de los intereses de naturaleza individual  (102) .

A su vez, podemos afirmar que los conflictos individuales pueden ser jurídicos o de intereses (al igual que los colectivos). Si esto es así, los conflictos de intereses no se podrán resolver en los órganos judiciales, puesto que no se trata de la interpretación o aplicación de una norma legal o convencional. En consecuencia, se tendrá que resolver en otra sede o con otros procedimientos. Éste es el objetivo de esta tesis. Tras distinguir y detectar esta variedad de conflictos, lo que se trata entonces es de proponer los cauces más adecuados y las posibilidades que tienen trabajadores y empresarios de poder acudir a una vía u otra. La cuestión es que no todos los conflictos pueden ser resueltos por los tribunales, como es el caso de los conflictos de intereses.

Por tanto, la resolución de un conflicto individual a través de mecanismos autónomos aporta una libertad de actuación y una realidad de matices que contribuye a mejorar la realidad colectiva. De esta manera, la mejora de las relaciones laborales en el plano individual enriquece la realidad colectiva, puesto que son conquistas complementarias y no excluyentes. En definitiva, los avances en las relaciones laborales individuales no son sino el fruto de los colectivos. Cuantas más conquistas se consigan desde la esfera de lo colectivo, más se avanzará en el ámbito individual. Estos dos ámbitos deben tener una relación recíproca cuya base es el bien común, donde los avances colectivos deben mejorar realidades laborales individuales. Pero puede ocurrir que esas realidades necesiten la concreción que la norma colectiva no puede aportar, como, por otra parte, es normal.

Sólo se puede llegar a una aplicación real de lo colectivo teniendo en cuenta las realidades individuales. Si se consigue este paso importante en el ámbito colectivo -un paso importantísimo para los agentes sociales-, entonces hay que redefinir el concepto de conflicto teniendo en cuenta que lo individual no es contrario a lo colectivo, sino complementario.

Si se consigue esta visión, habremos avanzado en la perspectiva colectiva y multicolor de las relaciones laborales, aportando más confianza a los trabajadores, puesto que en muchas ocasiones no se ven reflejados en las grandes disputas colectivas (que, por supuesto, no hay que obviar). Todo ello sin dejar de lado los problemas individuales de cada uno de los trabajadores que, como ya se ha dicho, reflejan o sacan a flote realidades que hay que tener en cuenta.

El estudio de las clases de conflictos y los mecanismos propuestos para su solución posibilita plantearse cuestiones como las siguientes: si lo que tenemos está correctamente utilizado; si los mecanismos de solución son los adecuados; o si podemos plantear otras combinaciones de solución, diferentes a las que ya tenemos.

En este sentido, la sociedad está contestando a través del uso de los mecanismos de solución autónoma de conflictos; mecanismos con los que cuentan ya todas las comunidades autónomas y que no son otra cosa que el fruto de la transformación y evolución de la sociedad y las relaciones de trabajo.

El trabajador quiere y debe ser oído; las formas de trabajo están cambiando; el modelo de producción no es el mismo. En estos momentos los trabajadores no sólo aportan esfuerzo físico o mecánico, como en el viejo modelo taylorista. Ahora los trabajadores aportan también elementos personales e intelectuales para la producción y organización de la empresa. Esto produce nuevos conflictos y nuevas realidades en las relaciones laborales que deben ser tenidas en cuenta. Si ésta es la situación actual, también tiene que haber una nueva forma de administrar los conflictos laborales, para así resolverlos y superarlos mejor. Es el momento, pues, de tener en cuenta las características personales de los trabajadores.






	 (1) 

	Lo que resulta claro es que «la totalidad de los conflictos laborales es susceptible de someterse a procedimientos autónomos de solución. Existen, en todo caso, diferencias entre ellos que pueden concluir a fórmulas específicas o a específicos modos de relación con los procedimientos judiciales». Informe del Consejo Económico y Social sobre Procedimientos autónomos de solución de los conflictos laborales (pág. 12).
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	Con la intención de obtener los criterios suficientes para «saber cuáles son y cuáles deben ser los procedimientos adecuados para la resolución de esos conflictos, y ello como consecuencia de una identificación de la estructura funcional de los diversos tipos de conflictos que puedan plantearse». Véase Vida Soria, J., «La distinción entre conflictos sobre derechos y conflictos sobre intereses en la problemática general de los conflictos colectivos de trabajo», en Quince lecciones sobre conflictos colectivos de trabajo, op. cit., pág. 34.
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